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Resumen 
Este trabajo analiza cómo la configuración institucional que guió el proceso de formulación 
de la política de Primera Infancia, Infancia y Adolescencia en el departamento de Cundinamarca, 
operó bajo una lógica top-down, limitando la autonomía en el nivel intermedio en el proceso de 
formulación de la política.  La revisión de fuentes bibliográficas y la recolección de la 
información en el trabajo de campo realizado en esta investigación, exploró la manera en que, 
desde el nivel internacional, se dispuso una serie de normatividad que influenció el marco de 
acción previsto por la Ley de Infancia y Adolescencia, entre otras disposiciones legales en el 
nivel nacional; y a su vez, la manera en que esto guió el proceso de formulación de la política en 
el nivel intermedio. Bajo la perspectiva de esta investigación, se da cuenta de las instituciones 
formales e informales que configuraron el escenario sobre el que se formuló la política, así como 
la racionalidad sobre la cual los actores intervinientes participaron, evidenciando la manera en 
que la disposición de asuntos de interés en el departamento respondió a lógicas de cumplimiento 
de normatividad en el nivel nacional más que a las propias necesidades o particularidades del 
territorio en el nivel departamental. 
 
Palabras clave: Instituciones, neo-institucionalismo, formulación de políticas, top-down, 
nivel intermedio, departamento, sectorialización, Estado unitario, jerarquización, racionalidad.  
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Abstract 
This paper analyzes how the institutional configuration that guided the process of 
configuration of the policy of Early Childhood, Childhood and Adolescence in the department of 
Cundinamarca, operated under a logic from top to bottom, limiting the autonomy at the 
intermediate level in the formulation process of the policy The review of bibliographic sources 
and the collection of information in the fieldwork carried out in this research explored the way in 
which, from the international level, it is a series of regulations that influence the framework of 
action foreseen by the Law of Childhood and Adolescence, among other legal provisions at the 
national level; and in turn, the way in which this guided the process of policy formulation at the 
intermediate level, in Cundinamarca. The perspective of this research, the account of the formal 
institutions and the information that shapes the scenario on the way the policy was formulated, as 
well as the rationality on which the intervening actors participate, evidencing the manner in 
which the issues of The interest in the department, for the case study, responds to the logic of 
compliance with regulations at the national level, rather than to the own needs or particularities 
of the territory at the departmental level. 
 
 
Key words: 
Institutions, neo-institutionalism, policy formulation, top-bottom, intermediate level, 
department, sectorialization, unitary state, hierarchy, rationality. 
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Introducción 
En Colombia, el departamento como ente territorial es considerado el nivel intermedio en la 
organización administrativa del Estado, cuya principal función es servir como intermediario 
entre el nivel nacional y el nivel local. El nivel intermedio está compuesto por dos instituciones: 
las gobernaciones y las asambleas departamentales; las primeras en cabeza de un (1) gobernador 
y las segundas, integradas por diputados elegidos popularmente dependiendo del número de 
habitantes en cada departamento; las dos instituciones deben trabajar mancomunadamente en 
cuanto al desarrollo regional y territorial dentro del departamento. 
Colombia es un Estado descentralizado compuesto por 32 departamentos, dentro de los cuales 
está incluido Cundinamarca. Cada uno cuenta con autonomía administrativa, la cual no puede 
desconocer los intereses nacionales, es decir, que debe haber una armonía entre las políticas de 
las entidades territoriales y el gobierno nacional, pues la autonomía administrativa está limitada 
por las regulaciones de orden constitucional y legal en lo que respecta a la distribución y manejo 
de los recursos (Corte Constitucional, sala plena, C-520, 1994).  De esta forma, el departamento 
como ente territorial, debe guiarse por las directrices del gobierno nacional establecidas en las 
políticas nacionales y en el Plan Nacional de Desarrollo -PND-
1
(artículo 32, ley 152, 1994).  Así 
es como el PND debe contener las políticas en materia económica, social y ambiental, que van a 
guiar la acción del gobierno nacional durante el período presidencial de cuatro años (artículo 5, 
ley 152, 1994).   
 
                                                 
1
 PND es el documento que sirve de base y provee los lineamientos estratégicos de las políticas públicas formuladas 
por el Presidente de la República a través de su equipo de Gobierno. Su elaboración, socialización, evaluación y 
seguimiento es responsabilidad directa del Departamento Nacional de Planeación-DNP-. El marco legal que rige el 
PND está consignado dentro de la Ley 152 de 1994, por la cual se estableció la Ley Orgánica del Plan de Desarrollo 
(DNP, 2017). 
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Según la ley 152 de 1994, después de la posesión del presidente de la Republica, la cual se 
realiza el 7 de agosto del año de la elección, este debe preparar un PND que debe contener un 
plan general y un plan de inversiones. Estos son formulados por el gobierno nacional en cabeza 
del presidente, con fecha límite del 7 de febrero del siguiente año para presentarlos al Congreso 
de la República. Este último, tiene 90 días para aprobar el PND a través de ley; si cumplido el 
termino de 90 días no se ha aprobado el PND por parte del Congreso, el Presidente tiene la 
facultad de sancionarlo por medio de un decreto con fuerza de ley (artículo 5, ley 152, 1994); de 
manera, que el PND contempla las políticas públicas que han de formularse y/o desarrollarse 
durante el nuevo gobierno.   
En el nivel intermedio, el proceso de formulación de políticas públicas se operacionaliza 
desde lógicas institucionales similares a las mencionadas en el nivel nacional. En este, es la 
gobernación departamental la encargada de formular el Plan de Desarrollo Departamental -PDD- 
y las políticas públicas que pueden ser aprobadas y adoptadas por la asamblea departamental 
(artículo 31, ley 152, 1994)
2
.  La formulación y aprobación del PDD
3
, se hace durante los seis 
primeros meses de la instauración del nuevo gobierno departamental; en estos meses, se planifica 
las propuestas de gobierno escogidas con la elección del gobernador, y son llevadas a la 
asamblea departamental para que sean aprobadas. Al igual que el presidente, el gobernador tiene 
la faculta de decretar el PDD en caso de que la asamblea no lo apruebe en el tiempo establecido 
por la ley (artículo 40, ley 152, 1994). 
                                                 
2
 Cabe resaltar que existe un vínculo entre las políticas públicas y el plan de desarrollo, pues en algunos casos el 
plan de desarrollo recoge algunas acciones de políticas públicas ya formuladas en el territorio y por otro lado en su 
parte estratégica contempla la creación de nuevas políticas públicas. 
3
 El PDD cuenta una parte estratégica y un plan de inversiones (artículo 26, ley 152, 1994), los cuales, como ya se 
ha mencionado, deben ser aprobados por la asamblea. Para el caso de las políticas públicas departamentales, estas 
son tramitadas de la misma forma que el PDD y deben tener un plan de acción que garantice su ejecución.  Para el 
ejercicio de formación de este y de las políticas departamentales, el gobernador es la autoridad de planeación y la 
asamblea es una instancia de planeación (artículo 33, ley 152, 1994). 
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Lo anterior es evidencia de la existencia de un marco institucional particular, construido desde 
instituciones formales e informales que hacen que en el proceso de formulación de las políticas 
haya una relación entre el nivel nacional y en el nivel intermedio. Esto se debe, principalmente, a 
que la configuración del diseño institucional colombiano está desarrollada desde una lógica 
centralista, es decir, que la principal administración del ejecutivo recae en el nivel nacional, y 
este a través de sus instituciones dicta parámetros para la administración de los niveles 
intermedio y local.  
A pesar de la existencia de la autonomía territorial (contemplada en el artículo 1 de la 
Constitución política de Colombia), en el ejercicio de la formulación de políticas se ha 
evidenciado que los niveles intermedio y local deben tener en cuenta las directrices y parámetros 
que se contemplan en el nivel nacional nacionales para el desarrollo de sus planes y políticas 
particulares (esto también se prevé en el artículo 32 de Ley 152 de 1994). En este sentido, la 
dependencia institucional entre el nivel nacional e intermedio se presenta por una jerarquización 
institucional, que trae consigo una supremacía de las políticas nacionales a la hora de formar 
políticas públicas en el nivel intermedio; esta relación ha sido estudiada por Roth (2012), 
evidenciando la presencia de relaciones top- down, es decir, que el desarrollo de políticas 
públicas en el intermedio se desarrolla de arriba hacia abajo, o del centro (nivel nacional) a la 
periferia (nivel intermedio). 
En este contexto, autores como Sabatier (1983), Parson (1995), Fisher (2007) y Fontaine 
(2015), han estudiado la manera en que las políticas públicas, desde su diseño y formulación, 
involucran diferentes actores, participantes e intereses que, bajo configuraciones y condiciones 
institucionales, son conducidas por diferentes selecciones a través de decisiones 
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gubernamentales; estas selecciones, tal como afirma Peters (2018) pueden conducir a diferentes 
niveles de eficiencia y efectividad de las mismas políticas. 
 
Desde esta perspectiva, el enfoque neo-institucional permite abordar la política desde la 
comprensión de los sistemas de reglas que son compartidas por los diferentes actores 
involucrados en el proceso y que “al mismo tiempo, restringen la inclinación y capacidad de los 
actores a la optimización, y privilegian a algunos grupos cuyos intereses son garantizados 
mediante recompensas y sanciones” (Maggio y Powell, 1991, p. 4). 
De acuerdo con lo que se ha venido explicitando a lo largo de la introducción, la pregunta que 
orienta esta investigación es la siguiente:  
 
¿Cuál es la configuración institucional que explica la formación de políticas públicas en 
el nivel intermedio en Colombia y cómo este determina el principio de autonomía de los 
entes territoriales?  
 
En este sentido, la hipótesis que soportó la investigación realizada es: la formación de 
políticas públicas en el nivel intermedio, según el estudio de caso, está configurada 
institucionalmente por una lógica top-down, que, por un lado, determina la manera en la que la 
gobernación formula las políticas y la asamblea las adopta y, por otro lado, la manera en que la 
autonomía en el nivel intermedio es limitada por las disposiciones en el nivel nacional. 
 
En cuanto a los objetivos, el general apuntó a analizar cuál es la configuración institucional 
que explica el proceso de la formulación de la política pública en el nivel intermedio en 
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Colombia, para el caso de la política de Primera Infancia, Infancia y Adolescencia en el 
departamento de Cundinamarca.  Por su parte, en cuanto a los objetivos específicos se 
establecieron los siguientes: i) aportar a las reflexiones conceptuales que giran en torno de la 
comprensión de las configuraciones institucionales que guían los procesos de formulación de las 
políticas públicas; ii) caracterizar el proceso de formulación de la política pública en el nivel 
intermedio, a partir de los resultados obtenidos con los actores entrevistados en el trabajo de 
campo; iii) evidenciar la manera en que, la configuración institucional que guía la formulación 
de la política en el nivel intermedio, opera bajo lógicas “top-down”, que hace que la gobernación 
sea la encargada de formularla y la asamblea departamental, de adoptarla. 
 
Metodología 
Tal como se estableció en la introducción, esta investigación se centró en analizar cómo es la 
configuración institucional que explicaba el proceso de formulación de la política pública en el 
nivel intermedio en Colombia. Para esto, esta investigación tomó como punto de partida el 
siguiente encuadre teórico – metodológico: 
Se consideró en primera instancia que realizar el análisis desde el enfoque neo 
institucionalista permitiría evidenciar las diferentes relaciones entre los actores principales 
involucrados (gobernación de Cundinamarca y asamblea departamental). Esto se constituyó en 
un punto de análisis importante para la comprensión de la configuración institucional que guiaba 
el proceso de formulación de la política establecida en el estudio de caso. 
En segunda instancia, se consideró que la relación de los actores principales en el nivel 
intermedio en el proceso de formulación de la política pública estaba mediada por continuos y 
crecientes procesos por lo que estas, terminaban siendo absorbidas por los planes de desarrollo. 
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Esto debido a que, a pesar que el nivel intermedio es “una instancia descentralizada en mayor o 
menor grado que asume nuevas responsabilidades y recursos para realizar eficientemente lo que 
tradicionalmente hizo el Estado central” (González y Jaramillo, p. 9, 1996), retomando a autores 
como Borda (2008), el ejercicio político desde los departamentos se han pensado de manera 
arbitraría, ya que no han obedecido a factores geográficos, económicos o sociales, sino a 
intereses políticos y electorales. 
Tal como se especificó en la introducción, el estudio de caso mediante el cual, se quiso 
ejemplificar la hipótesis orientadora de esta investigación corresponde al proceso de formulación 
de la política pública de Primera Infancia, Infancia y Adolescencia en el departamento de 
Cundinamarca. La selección de este caso se realizó bajo algunos criterios tales como: a) para el 
año 2016 era la política pública en Cundinamarca con mayor porcentaje de ejecución; b) la 
creación de esta política estaba contemplada como meta en el plan departamental de desarrollo 
“Cundinamarca calidad de vida”; c) fue de las políticas departamentales que más necesito tiempo 
para su formulación en periodo 2011 y 2015; d) es una política pública poblacional. 
La investigación tomó como fundamento el enfoque cualitativo, desde el que fue posible 
abordar el objeto de estudio. A través de este, fue posible comprender, por un lado, las 
características que configuraban las dinámicas institucionales que guiaban el proceso de 
formulación de la política pública del estudio de caso. Además, permitió comprender y 
caracterizar la relación entre la gobernación de Cundinamarca y la asamblea departamental, 
como actores del nivel intermedio en el proceso de formulación de la política. Mediante esta 
aproximación cualitativa, fue también posible explicar la relación top-down que existe entre el 
nivel nacional e intermedio a razón del diseño institucional colombiano.  
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En relación con el proceso de recolección de información, se utilizaron dos formas: La 
primera corresponde a la búsqueda de información a través de referencias bibliográficas. En ese 
proceso se resaltan documentos de autores como Jorge Iván Cuervo, Adolfo Eslava, Roth André-
Noel, entre otros. En este, también se tomaron fuentes bibliográficas de la gobernación de 
Cundinamarca y del gobierno Nacional. 
La segunda forma correspondió al diseño y aplicación de instrumentos cualitativos dentro de 
la entrevista semiestructurada. A través de estas, se pretendió caracterizar la relación entre la 
gobernación de Cundinamarca y la asamblea departamental en el proceso de formulación de la 
política pública. En total se llevaron a cabo (8) ocho entrevistas. Entre los actores entrevistados 
se destacan cuatro (4) diputados de la asamblea departamental de Cundinamarca, la directora de 
la Dirección de Políticas Públicas y Estudios Económicos de la gobernación de Cundinamarca, el 
jefe del equipo que se encargado de formular la política pública de Primera Infancia, Infancia y 
Adolescencia y la Secretaria de Desarrollo Social del municipio de la Calera.  
 
Justificación 
Como se viene planteando en párrafos anteriores, los departamentos tienen autonomía para la 
administración de los asuntos seccionales y la planificación y promoción del desarrollo 
económico y social dentro de su territorio en los términos establecidos por la Constitución. En 
este sentido, los departamentos ejercen funciones administrativas, de coordinación, de 
complementariedad de la acción municipal, de intermediación entre la Nación y los Municipios y 
de prestación de los servicios que determinen la Constitución y las leyes. (Constitución Política 
Colombiana, 1991). Lo anterior como respuesta al diseño institucional de un Estado centralizado, 
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en el que existe un principio de autonomía territorial sin desconocer el componente nacional; en 
esta medida, el nivel intermedio se ve envuelto en esta dinámica. 
En este contexto, autores como Arandia (2002) asemejan el modelo top-down en relaciones 
intergubernamentales, y las define como el conjunto de nexos e intercambios emergentes de la 
interrelación entre los distintos niveles de gobierno, instancias en las que se determinan políticas 
y estrategias generales de desarrollo en circunscripciones territoriales determinadas (Arandia, 
2002, p. 10).  
Las relaciones intergubernamentales pueden analizarse desde tres modelos principales: de 
autoridad coordinada (autonomía), de autoridad dominante o inclusiva (jerárquica) y de 
autoridad igual o superpuesta (negociación) (Zapata, 2013, p.7). Expresamente la relación entre 
el nivel intermedio y nacional en Colombia se podría desarrollar en el modelo de jerarquía o 
autoridad inclusiva, quitándole la posibilidad real al nivel intermedio, a pesar de su autonomía 
territorial, la formación de políticas públicas independientes de las nacionales.   
En esta medida, el diseño institucional colombiano desarrolla un modelo de autoridad 
inclusiva, el cual se caracteriza por unas relaciones dependientes y jerárquicas, en donde el nivel 
inferior depende del intermedio y este a su vez del nivel nacional (Zapata, 2013, p.8). En este 
modelo, la autoridad institucional de desarrolla en el sentido de arriba hacia abajo, es decir top-
down, además, es latente ampliación de poder de uno de los niveles, la cual resulta en la 
reducción de poder de los demás o en una ampliación generalizada (Wright, 1997). Asimismo, 
este modelo de autoridad inclusiva sirve para otras aplicaciones, además de permitir predicciones 
de las políticas, también sugiere la naturaleza esencialmente jerárquica de la autoridad (Wright, 
1997, p. 111). En este sentido, las relaciones de dependencia implican una pauta de poder en 
donde el gobierno nacional es el máximo tomador de decisiones y los niveles inferiores son los 
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operadores de las políticas públicas, presentando al gobierno nacional como único formulador de 
política pública (Wright, 1997, p. 111). 
Asimismo, se puede determinar a partir de lo establecido por Muller (2002), que en función 
de la formación de políticas públicas en el nivel intermedio los componentes de sectorialidad y 
territorialidad están presentes en la lógica vertical nacional (top-down), y que el nivel nacional 
puede influenciar de manera institucional al nivel intermedio en la formación de las políticas 
públicas departamentales. Además, la Ley 617 de 2000 como regla de procedimiento 
institucional, establece que la formación de políticas públicas es un eje importante en la 
construcción de institucionalidad en el nivel intermedio, pues estas son finalmente las que 
solucionan los problemas estructurales que aquejan al departamento, pero a su vez estas deben 
fundamentarse en las políticas nacionales.  
Hasta este momento varios autores sugieren que el nivel nacional es realmente el único 
hacedor de políticas públicas en el diseño institucional colombiano, sin embargo, la existencia 
del principio de autonomía territorial, del cual goza el nivel intermedio, podría deslegitimar estos 
argumentos. Asimismo, existen varios estudios sobre el nivel intermedio en Colombia, pero son 
pocos los que tratan la formación de políticas públicas a este nivel de gobierno.  Además, la 
mayoría de los estudios sobre políticas públicas se hacen desde nivel nacional o local, dejando 
marginado al nivel intermedio como estudio de caso. Por todo lo anterior, surge la necesidad de 
analizar al nivel intermedio como hacedor de políticas públicas en la lógica del diseño 
institucional colombiano, para determinar la configuración institucional que explique la 
formación de políticas públicas en este nivel de gobierno.  
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Estructura del trabajo 
Este documento se desarrolla de la siguiente manera: en primera instancia se expone el 
desarrollo conceptual que soportó la investigación. En este se expone la conceptualización de la 
política pública a nivel general y para el caso de estudio; en esto, se involucró la comprensión de 
la política señalada en el estudio de caso desde el nivel intermedio. Así mismo se plantearon las 
aproximaciones al concepto de neo-institucionalismo y a la manera en que desde este enfoque, se 
analiza el proceso de formulación de políticas públicas. 
En segunda instancia, se elabora un capítulo de tipo contextual que da cuenta del proceso de 
formulación de la política pública señalada en el estudio de caso en el nivel intermedio en el 
departamento de Cundinamarca; para este se presentaron los resultados del proceso de 
recolección de información con fuentes secundarias. En este proceso, de manera particular se 
hace mención a los elementos de tipo institucional que caracterizaron el proceso de formulación 
de la política, así como la identificación de los actores involucrados y de las prácticas entre estos. 
En tercera instancia, se realiza el análisis de la política pública del estudio de caso, desde la 
comprensión de la configuración institucional sobre la cual fue elaborada. En este capítulo se 
utilizaron, además de las fuentes secundarias, los resultados que arrojaron las entrevistas 
semiestructuradas aplicadas en el trabajo de campo de esta investigación. Con esto, se evidenció 
la manera en que la construcción de las políticas públicas departamentales está fundamentada por 
las políticas nacionales, siendo estas un limitante para el desarrollo institucional del nivel 
intermedio, lo cual va en contra vía del principio de autonomía territorial. Además, se identificó 
una relación guiada por reglas formales e informales que media la aprobación de las políticas 
públicas departamentales entre la asamblea y la gobernación, siendo legitimada la labor de las 
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asambleas a través su inclusión en el proceso de formación de política, una característica 
institucional neta de la gobernación.  
Al final del documento se presentan las conclusiones obtenidas en las que se mencionan los 
hallazgos principales de la investigación a la luz de la perspectiva analítica desarrollada a través 
de esta investigación. 
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Capítulo 1 
Marco teórico 
Conforme al objetivo propuesto en cuanto a aportar a las reflexiones conceptuales que giran 
en torno de la comprensión de las configuraciones institucionales que guían los procesos de 
formulación de las políticas públicas, exaltando el proceso desde el nivel intermedio, el presente 
marco teórico se construyó así; en primera medida, se presentan algunas aproximaciones al 
concepto de política pública, con el fin de identificar su relación con las instituciones. Esto toma 
especial relevancia dado que la apuesta conceptual es comprender la manera en que las políticas 
son guiadas por unas configuraciones institucionales previamente establecidas. Para este punto, 
se realizó una conexión conceptual entre las instituciones y las políticas dando luces de la 
manera en que las primeras condicionan la existencia y las situaciones públicas de interés que 
trabajan las segundas. 
De manera posterior, y dada la metodología expuesta por este trabajo, se desarrolla 
conceptualmente el neo-institucionalismo. Esto con el fin de caracterizar el enfoque de análisis 
sobre el que se expondrán los resultados y el análisis general de esta investigación. Así mismo, 
se hará énfasis en el modelo de análisis Top-down, para abordar en análisis del diseño de la 
política pública. 
Finalmente, se abordará la política desde el modelo top-down, tejiendo conceptualmente, la 
manera, en que estas emergen desde dimensiones “globales” o “nacionales” hasta su quehacer en 
dimensiones “locales”, a partir de una serie de configuraciones o arreglos institucionales que así 
lo condicionan, regulan y normativizan. 
Para autores como Aguilar (2003), las políticas se constituyen en el producto de una acción 
colectiva, a través de la cual, un grupo de actores o un actor, persiguen un interés común para el 
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tratamiento de una situación de interés público. Por su parte, Pressman y Wildavsky (1984), 
refieren que “las políticas son una cadena causal entre las condiciones iniciales y las futuras 
consecuencias: si X, entonces Y” (p. 44). 
De esta misma forma, Roth (2012) sostiene que las políticas públicas son un conjunto 
conformado por uno o varios objetivos colectivos considerados necesarios o deseables y por 
medios y acciones son tratados, por lo menos parcialmente, por una institución u organización 
gubernamental con la finalidad de orientar el comportamiento de actores individuales o 
colectivos para modificar una situación percibida como insatisfactoria o problemática.  
En esta vía de comprensión de las políticas como resultado de acciones y condiciones 
iniciales han sido varias las apuestas conceptuales. Por una parte, Velázquez (2004) plantea que 
la formación de las políticas públicas debe establecer conexiones de doble vía, la cual se 
presenta, entre la política y los componentes que integran su ambiente, prestando atención a los 
intereses de los actores. Desde esta comprensión, las políticas públicas se definen como el 
“conjunto de decisiones interrelacionadas tomadas por un actor político, o un grupo de actores4, 
relacionadas con la selección de objetivos y de medios para alcanzar esos objetivos dentro una 
situación específica donde esas decisiones deben, en principio, estar dentro del poder de los 
actores para ser materializadas” (Jenkins, William. Citado en Michael Howlett y M. Ramesh, 
1995, p 5).     
  En este sentido es estrecha y explícita la conexión entre políticas, actores e intereses; las 
políticas desde esta comprensión, se constituyen en la expresión de los intereses que uno o varios 
actores determinan en común para la atención de una situación que consideran relevante y 
socialmente reconocida.  
                                                 
4
 Así es como una política se presenta bajo la “forma de un conjunto de prácticas y de normas que emanan de uno o 
de varios actores públicos” (Mény &Thoenig, 1992, p 9). 
  
22 
 
Así mismo, Lahera (2002) y Asher (1992) sugieren que las políticas surgen como respuestas a 
problemas públicos que son definidos y priorizados en una agenda de gobierno, en la cual 
convergen intereses, tramas de poder y una diversidad de actores públicos y privados. Desde esta 
lógica, Subirats (1992) menciona que toda política pública implica decisiones e interacciones 
entre individuos, grupos e instituciones, las cuales están influenciadas por las conductas, 
disposiciones del conjunto de individuos y grupos afectados; “por tal razón se deben estudiar las 
conductas de los actores que intervienen en la formación de políticas” (Subirats, 1992, p 41). 
Para Lahera (2004), las políticas públicas encuentran su origen en la agenda pública, en donde 
participan actores a través de relaciones de poder, lo cual define el sistema político y las 
relaciones entre Estado y sociedad civil. De ahí, autores como Sabatier y Weibler (2009) 
muestran cómo los actores políticos se ven afectados por las restricciones y oportunidades de un 
subsistema político dado, lo cual hace que estos se conviertan en adversarios o colaboradores de 
aquellos que ostentan el poder; “comportamiento que se ve influenciado por referentes de 
creencias y valores” (Martínez, 2017, p 77). 
Teniendo en cuenta las conceptualizaciones anteriores de políticas públicas, se puede inferir 
que estas son el resultado de acciones de diferentes actores, los cuales se relacionan en el marco 
de reglas formales e informales, y establecen una posible solución de los problemas públicos a 
través de un modelo de top-down. Esto quiere decir que el proceso de formulación de política 
pública puede efectuarse desde una lógica tradicional “del trabajo administrativo que se 
desarrolla de arriba (top) hacia abajo (down) o del centro hacia la periferia” (Roth, 2012, p 109).  
La formulación de las políticas desde un enfoque top-down tiene como premisas principales 
“la primacía jerárquica de la autoridad, la distinción entre el universo político y el mundo 
administrativo y, finalmente, la búsqueda del principio de eficiencia” (Meny & Thoenig, 1992, p 
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159).  Según Thoenig (1985), este enfoque presupone que existe una separación, de tipo 
conceptual y temporal, entre la formulación y la decisión de la política, de un lado, y, del otro, la 
implementación de las decisiones.  Esta conceptualización se desarrollará a profundidad en 
párrafos posteriores. 
 
1.1 Políticas y configuraciones institucionales. 
Desde la comprensión planteada de las políticas públicas, las estructuras y el contexto sobre el 
cual los actores involucrados las diseñan son variables que determinan su curso y su propia 
existencia; en este sentido, la compresión de las instituciones se constituye en un elemento 
fundamental. 
1.1.1 Aproximaciones al concepto de Instituciones. 
Knight (1992) define las instituciones como sistemas de reglas sociales establecidas y 
extendidas que estructuran las interacciones sociales; es decir, desde su lectura, estas permiten, 
limitan o restringen las acciones en una sociedad. Así mismo, establece que para que se 
entiendan de esta manera, deben estar reconocidas y constituidas en un proceso discursivo de 
reconocimiento por parte de los actores 
En esta vía, Hodgson (2011) asimila a las instituciones como reglas, con los siguientes rasgos: 
el primero se relaciona con que las estructuras son instituciones siempre y cuando sean 
“socialmente transmitidas” (p. 24); significa que estas deben estar presentes de manera reiterada 
y con el uso del lenguaje y costumbres dentro de la sociedad; el segundo, y que es gran parte 
producto del primer rasgo, es que estas deben tener una condición de codificabilidad, que hace 
por un lado, que el no cumplimiento o violación de la “institución” pueda ser fácilmente 
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reconocido; por otro lado, permite que una comunidad se identifique a través de estas “reglas de 
juego”. 
Para Lee (1951), las instituciones son una red de “procesos interhumanos relativamente 
continuos que inician y mantienen conexiones entre personas y grupos dentro de una estructura 
plural, con objeto de conservar esta estructura o de servir sus intereses” (p. 335).  Asimismo, las 
instituciones también se entienden como “complejos de ideas y prácticas que contienen normas 
especificativas de la conducta entre las personas” (Hiller, 1947, p. 73).  
Otros autores, en la misma vía de lo planteado en párrafos anteriores, refieren que las 
instituciones también estructuran un sistema de incentivos en la acción política. Por ejemplo, 
para Ortegón (2008) la comprensión del Estado y su funcionamiento debe tratar de visualizar los 
incentivos que existen en las instituciones y que permiten la organización y el mantenimiento de 
comportamientos para conducir intereses sociales. Asimismo, Roth (2008) plantea que la mayor 
eficiencia en las políticas públicas se obtiene si se incentiva correctamente, a través de 
instituciones adecuadas, los comportamientos racionales y egoístas de los actores individuales y 
colectivos.  En este sentido, las instituciones crean incentivos para obtener una reacción en la 
conducta humana con el fin de logar un objetivo.   
En esta misma lógica, Josep Colomer (2006), señala que: “las instituciones conforman las 
estrategias de los actores y estas, en su interacción producen resultados colectivos” (p. 267); esto 
significa que las instituciones proveen ciertas herramientas como información, oportunidades, 
incentivos y restricciones a todos los ciudadanos para la elección de ciertas estrategias y de 
resultados colectivos. Esto con el fin, según el mismo autor, de brindar mayor estabilidad al 
sistema. Ante esto, North (1990) señala que el éxito de las instituciones depende del desempeño 
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en la provisión de necesidades de la ciudadanía, por lo que las instituciones creadas por los seres 
humanos promueven comportamientos para resolver problemas sociales. 
Ahora bien, existen varios enfoques que ayudan a entender las instituciones formales e 
informales y su funcionamiento; en este sentido, el neo institucionalismo sociológico señala las 
instituciones como “construcciones sociales que regulan las interacciones entre individuos, el 
institucionalismo económico por ejemplo señala que si bien las instituciones son normas estas 
constriñen la conducta de los actores sociales” (North, 2005, p. 59) 
En ese orden de ideas, North (2005), plantea que existen instituciones formales e informales. 
Por su parte, las informales, según el mismo autor, son concebidas como un referente para los 
individuos con el fin de tomar alguna decisión, ya que estas modelan los deseos de las personas a 
través de convenciones sociales, códigos de conducta, hábitos, normas, costumbres o tradiciones. 
Por otro parte, las instituciones formales son reglas escritas que para su cumplimiento cuentan 
con un sustento legal y normativo que obliga a cumplirlas.  
North (2005) señala que las instituciones formales se rigen por reglas políticas y judiciales, así 
como de reglas económicas y contratos. Estas instituciones pueden ser de carácter privado o 
público, las privadas cobijan a las empresas, los gremios u organizaciones; mientras que las 
públicas como su nombre lo indican suelen ser: Congreso de la Republica, Corte Suprema de 
Justicia u otras instituciones de los distintos órganos de poder. Cabe señalar que para North: 
“todo tipo de instituciones, en especial las formales al ser producto de la creación humana 
también son alteradas por los humanos estas transformaciones señalan también el cambio de la 
sociedad”. (North, 2005, p.53). 
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1.2 Instituciones y políticas 
Ahora bien, en relación a las políticas, las instituciones se constituyen en el escenario sobre 
las que estas se formulan y se ejecutan. Frente a esto North (1990) señaló que: 
 Las instituciones son las reglas del juego en la sociedad o, más formalmente, son las 
 restricciones humanamente concebidas que moldean la interacción humana. Por lo tanto, 
 estructuran incentivos en el intercambio humano, ya sea político, social o económico […] 
 Conceptualmente, la diferencia clara que es necesario hacer es entre las reglas y los 
 jugadores. El propósito de las reglas es definir la forma como se juega el juego. Pero el 
 objetivo del equipo dentro de ese conjunto de reglas es ganar el juego […] Moldear las 
 estrategias y las habilidades del equipo a medida que se desarrolla es otro proceso 
 separado del moldeamiento de la creación, la evolución y las consecuencias de las reglas 
 (North, 1990. P. 3) 
Conforme a lo anterior, hay una relación directa y dinámica entre políticas-instituciones y 
actores. Esto en la medida en que, tal como señala North (1990), las estructuras dependen de los 
actores y en este ambiente en el que se definen los intereses que guían la formulación de las 
políticas públicas; y no solo la formulación, sino también la incidencia entre cada uno de los 
actores determinados sobre la misma. Es decir, los niveles de influencia de los actores en el 
momento de participar en un proceso de formulación de políticas públicas pueden variar; y esto 
puede depender del rol que a cada uno le ha sido establecido conforme a las “reglas de juego” 
establecidas. 
En esta vía, Galiani (2006) plantea que las instituciones estructuran, por un lado, la manera en 
que los diferentes actores interactúan para la elección de las políticas; y, por otro lado, la escena 
y los medios en los que se dan estas interacciones. Esto implica que las políticas encuentran su 
punto determinante (en cuanto a su diseño, implementación, evaluación y elección) en las reglas 
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de juego establecidas, por lo que va a determinar su curso, serán aquellas configuraciones 
institucionales sobre las que estás emergen. 
Desde la relación entre actores y formulación de políticas se configuran programas de acción 
que representan “la realización concreta de decisiones colectivas, convirtiéndose en el medio 
usado por la institución en su voluntad de modificar comportamientos mediante el cambio de las 
reglas de juego operantes” (Roth, 2002, p. 19). De esta forma, el proceso de formulación de 
políticas puede llegar a entenderse como una sucesión de intercambios entre actores políticos que 
interactúan en escenarios formales e informales; llegando a “desarrollar todo el proceso de 
discusión, aprobación y diseño de la implementación de las políticas públicas” (Torres & 
Santander, 2013, p. 93).  
En esta vía, Hoppe (2010) establece la necesidad gubernamental de buscar y usar múltiples 
estrategias que combinen formas tanto voluntarias (reglas informales) como obligatorias (reglas 
formales) de interacción y adaptación mutua, para que los actores sociales, los gobernantes y 
aquellos que implementan las acciones de política, puedan actuar de forma coordinada y 
conjunta.  
En este sentido, y conforme a la lógica de investigación planteada, la relación entre 
instituciones y políticas, se comprende en la dimensión de gobernanza. Esta entendida como la 
“organización establecida para administrar una red social configurada con un propósito 
específico” (Williamson, 2005, p. 12), que para el caso sería la formación de políticas públicas. 
En esta medida, los esquemas de gobernanza componen los arreglos institucionales, patrones de 
conducta y el conjunto de factores que inciden en las formas como se toman e implementan 
decisiones. Es decir que, tal como afirma Williamson (2005), la gobernanza traza el arreglo 
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institucional entre los actores intervinientes, que van a definir los atributos y los acuerdos dentro 
de la transacción (unidad de análisis básica) política, social o económica. 
Dado lo expuesto en párrafos anteriores, es importante señalar que “la configuración de 
espacios y oportunidades de discusión para diseñar políticas depende en gran parte del arreglo 
institucional del sistema político” (Torres & Santander, 2013, p. 84). De esta manera, las 
instituciones definen los espacios formales e informales de discusión, junto a la posibilidad de 
llegar a condicionar la formación de políticas públicas de acuerdo a sus intereses, mientras el 
diseño institucional lo permita.  
 
1.2.1 Aproximaciones al neo-institucionalismo. 
En los párrafos anteriores, se ha hecho referencia a la manera en que las políticas están 
condicionadas por las configuraciones institucionales establecidas en el sistema político, por lo 
que la comprensión de las relaciones y condiciones que se tejen sobre este proceso toma especial 
relevancia. En este sentido, la presente investigación ha tomado el enfoque neo-institucionalista 
para vislumbrar lo mencionado. 
Autores como Vargas (2008), han referenciado el concepto del “Nuevo Institucionalismo” (p. 
49), aludiendo a la previa existencia de un enfoque que permite la comprensión de las 
instituciones para entender el funcionamiento de la sociedad. En este sentido, era el 
institucionalismo, entendido este como enfoque previo, el que permitía el abordaje de las 
instituciones formales, su funcionamiento y efectividad para la comprensión de la sociedad; en 
otras palabras, la comprensión del legalismo para el mantenimiento del control de la sociedad. 
De esta manera, “el enfoque institucionalista se caracteriza principalmente por poner atención 
en las leyes y su papel fundamental en la acción gubernamental” (Broderick, citado en Peters, 
  
29 
 
2012, p. 7). Asimismo, el institucionalismo constituye un aporte para la comprensión de la 
dinámica política y de los procesos de formación de políticas públicas, dado que, siguiendo a 
Wilson (1906) y Bryce (1921) existe una forma descriptiva que protege la notabilidad de los 
detalles de una institución y su impacto perpetuo en la conducta tanto de las personas como de 
las mismas instituciones. 
En este sentido, y retomando los aportes de Eslava (2010), el enfoque del institucionalismo 
está guiada y parametrizada a través de lo que él denomina como “observación inteligente, cuyo 
propósito es describir y comprender en términos concretos el mundo político que lo rodea” 
(Eslava, 2010, p, 100).  
Sin embargo, a pesar de sus aportes, este método fue criticado porque no lograba ocuparse y 
visualizar la multiplicidad de variables que se constituían como relevantes y que permitían una 
mayor comprensión de las políticas y el poder, pues estas se limitaban a visualizar los hechos sin 
expresar su significado
5
.  
Desde esta perspectiva crítica, autores como March y Olsen (1989), Powell (1981), entre 
otros, analizaron la existencia de una multiplicidad de elementos y factores que intervienen y 
afectan las interrelaciones sociales. Estos autores, plantearon la complementariedad de las 
diferentes perspectivas teóricas del institucionalismo “para una mayor comprensión de los 
fenómenos que resultan de las interacciones sociales e institucionales” (Santizo Rodall, 2007, p. 
49); en esta vía, el estudio de las estructuras que componen y legitiman las instituciones, así 
como de las interacciones y prácticas de los diferentes actores involucrados, emerge como un 
elemento fundamental. 
                                                 
5
 A esta crítica se le conoció como hiperfactualismo (Easton citado por Eslava, 2010). Esta trataba en la recopilación 
de hechos no regulados por la teoría, con un alcance medio, sujeta a estudios que sólo acumulan datos y no permiten 
obtener una visión de conjunto de la vida política. 
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En así que el neo-institucionalismo se constituía en una alternativa para la nueva necesidad de 
comprensión de las políticas. Este enfoque entiende, grosso modo, que los resultados de las 
acciones humanas son el producto de acciones individuales cuyas interacciones y relaciones se 
dan en el marco de estructuras formales e informales, que son legítimas y determinantes en su 
nivel de instituciones.  
El análisis neo-institucional tiene en cuenta la influencia recíproca entre actores e 
instituciones; en este sentido, tal como afirma Eslava (2010), permite el estudio en una 
perspectiva comparada tanto de los marcos institucionales como de los arreglos organizacionales 
socialmente reconocidos, en los que los seres humanos, desde su condición natural, tienen 
diversidad de motivaciones para participar en lo colectivo. 
 Para autores como March y Olsen (1989) las instituciones son el eje esencial en la actividad 
política, según estos autores: "las reglas y los entendimientos (generados por las instituciones) 
son las que dan marco al pensamiento, restringen las interpretaciones y dan forma a la acción" 
(p. 67). Es decir, que el enfoque neo-institucional se centra en el estudio del papel de las 
instituciones, entendiéndolas como un determinante en las interacciones, comportamientos y 
relaciones desde el individuo hasta las acciones colectivas, para la terminación de políticas 
públicas. 
Conforme a la lectura de los autores mencionados, a continuación, se relacionan algunos 
rasgos del neo-institucionalismo:  
a) Según Eslava (2010), en el neo-institucionalismo las políticas públicas son instituciones 
“creadas por estructuras de poder que se imponen como directrices para abordar las prioridades 
de la agenda pública” (p. 115). 
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b) En el neo-institucionalismo las instituciones son entendidas como reglas de juego; estas, 
tal como afirma Eslava (2010), “brindan un marco de comprensión para abordar el análisis de las 
políticas” (p. 110). 
c) Desde este enfoque se puede analizar y estudiar la función promotora o restrictiva de las 
reglas institucionales. Según Eslava (2011), esta hace referencia a la manera en que se deben 
tomar los objetivos, instrumentos y resultados que impone la política pública con el fin de 
mantener una constante común para el diseño, así como para los acuerdos o cambios 
institucionales; esto, según el mismo autor, permite el análisis comparativo, aprendizaje social y 
mejoramiento de los procesos de toma de decisiones. 
d) Funge como herramienta para identificar las características de la estructura política de un 
Estado y la influencia en los actores en el agendamiento y formulación de las políticas públicas.  
e) Analiza el efecto de las políticas públicas cuando estas se desarrollan como institución e 
incurren en la dinámica institucional.    
f) Analiza e intenta dar explicación a las decisiones colectivas de los actores en la jerarquía 
institucional.  
 
1.2.2 Aproximaciones a la lógica top-down de implementación de políticas 
Roth (2004) define el análisis top-down, retomando una concepción tradicional de trabajo 
administrativo, caracterizada porque se desarrolla desde arriba (top) hacia abajo (down), con un 
esquema profundamente jerarquizado donde priman los criterios de eficiencia. En esta lógica, 
Parsons (1995) señala que este enfoque se caracteriza por observar el proceso de formulación 
como un sistema guiado por los principios de racionalidad. Esto quiere decir que los medios y 
  
32 
 
fines para la toma de decisiones suelen estar constreñidos y limitados por intereses, valores y 
creencias. 
Por su parte, Birkland (2005) sustenta que el análisis top-down asume la existencia de un 
único gobierno central que estructura la implementación de las políticas públicas y provee todos 
los servicios, cuando realidad en la mayoría de los Estados existen diferentes autoridades y 
niveles de autonomías en relación con la prestación de servicios y administración pública.  
Desde este enfoque, “la política pública se encuentra contenida en un solo estatuto o en una 
directiva autoritaria, y no tiene en cuenta la realidad de los demás niveles de gobierno” 
(Birkland, 2005, p. 184). En esta comprensión, se refleja una concepción jerárquica del 
funcionamiento de las políticas públicas, donde, tal como estudia Tamayo (1997), la calidad de 
la decisión es el factor determinante del éxito de la política: si la decisión es correcta la política 
alcanzará sus objetivos. 
De esta manera es como el planteamiento de Tamayo (1997) se traza en el interés prioritario a 
superar las fallas de información e incentivos interinstitucionales que hacen que la decisión no 
sea acatada y no genere los resultados esperados.  El autor plantea que existe un control 
jerárquico de programación en la política pública, y de esta forma admite la existencia de 
objetivos claros y sólidos por parte de la existencia de un modelo administrativo centralista. 
Este enfoque se caracteriza por concebir a la administración pública como un sistema unitario 
con una línea de autoridad sencilla y “claramente definida que observa estricta y uniformemente 
las reglas y los objetivos, en un contexto de control administrativo perfecto y una excelente 
coordinación e información entre los distintos niveles de gobierno” (Lane, 1995, p. 101). Ante 
esto, Navarrete y Figueroa (2013), señalan que: 
 “El enfoque top-down hace una separación entre la etapa política y técnica de la política 
 pública: la primera hace referencia a la formulación, en donde son las autoridades 
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 políticas las encargadas de decidir e impartir instrucciones sobre la política; y la segunda 
 es la implementación, en la cual el personal de la administración pública se encarga de 
 ejecutar de manera especializada la política de acuerdo con instrucciones previas” (p. 84).  
Por otra parte, Parsons (2017) plantea que la racionalidad que toma el enfoque top-down 
difícilmente se da en la práctica, debido a que la distinción “entre políticas públicas como 
insumo y la implementación como resultado administrativo, es una falacia” (p. 487). En este 
sentido, teniendo en cuenta la racionalidad del enfoque top-down como falacia, tal vez, esta sea 
afirmativa si se denota la política pública como insumo del resultado de una fase política; pero si 
la racionalidad se toma como proceso de decisión que se desarrolla por actores políticos, esta 
resulta siendo la institución adecuada para resolver el problema público previsto, pues como lo 
ha planteado Eslava (2011) los actores intervinientes en la política pueden responder no solo a 
interés personales. Retomando la anterior afirmación de Parsons (2017), autores como Navarrete 
y Figueroa (2013), manifiestan que:  
 “Dado que los objetivos establecidos en las políticas públicas ocasionalmente son los 
 adecuados, porque en la mayoría de los casos los objetivos que surgen de la formulación 
 se hacen a través de un proceso político complejo y controversial, lo que ocasiona: que el 
 diseño de la política sea imperfecto, que los recursos dispuestos sean menores a los 
 pretendidos, que los funcionarios no implementen correctamente las políticas decididas 
 en la cúpula” (p. 84). 
Por otro lado, existen autores como Sabatier (1981) que amparan el enfoque top-down desde 
el análisis de la toma de decisiones en el proceso de formulación, y hacen énfasis en el estudio 
del “comportamiento de los burócratas y de los grupos objetivo hacia la decisión política” (p. 
145).  Esta limitación corresponde al análisis del proceso de toma decisión por el cual fue 
diseñada una política pública.  
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Pressman y Wildavsky (1998), por su parte, establecieron que el enfoque top-down responde 
a una lógica unilineal de actores involucrados de manera jerárquica, lo cual hace que exista un 
encadenamiento directo entre decisión y acción. Además, en la práctica surge un complejo 
proceso de interacción de actores, en especial a nivel local, donde intervienen sujetos que no 
permanecen neutros ni pasivos en la formulación de la política. Acá, los autores hacen una 
analogía institucional conscientes de la diversidad de actores que puede haber en cada nivel de 
gobierno, lo cual puede ser beneficioso para la política, si los niveles inferiores al nacional 
responden al modelo jerárquico del Estado unitario; esto debido a que puede haber una 
concertación en la formulación de la política en cada nivel.  
Por otra parte, Pressman y Wildavsky (1998) identifican que en el enfoque top-down, los 
actores tienen dificultades al momento de hallar una línea continua y una causalidad perfecta 
entre sujetos y acciones. Lo que ocasiona que, en la formulación de la política pública y su 
puesta en práctica, existan varios puntos de inacción y expectativas disímiles entre los actores 
involucrados; esto indicaría que los niveles inferiores del gobierno nacional, no estarían 
respondiendo adecuadamente al diseño jerárquico.   
 
1.3 Formulación de la política desde la lógica Top-Down 
En el modelo top-down según Ortegón (2008), las políticas públicas se formulan mediante un 
complejo tramado de instituciones de diversa índole, iniciando en una escala jerárquica que 
desciende desde el poder central, pasando por los ministerios y entes descentralizados, llegando 
hasta las unidades ejecutoras.  
En esta lógica, Ortegón (2008) plantea que, “el proceso de formulación y desenvolvimiento de 
las políticas se deben entender en tres niveles: estratégico, programático y operativo” (citado en 
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Torres & Santander, 2013, p. 129). El nivel estratégico hace referencia a la dificultad que tienen 
las políticas públicas frente a la transferencia de gastos o funciones, pues en algunos casos el 
monto de los recursos no es el adecuado para formular una política de calidad. También plantea 
el fortalecimiento de las capacidades institucionales para gestionar recursos; el nivel 
programático hace referencia a los mecanismos de coordinación diseñados en la relación 
jerárquica entre el nivel nacional y gobiernos sub-nacionales (Intermedio y local) e identifica las 
fortalezas en la capacidad de negociación de las regiones. Además, establece las implicaciones 
de las políticas públicas en los asuntos de carácter económico, social y ambiental en los distintos 
niveles territoriales; y el nivel operativo hace referencia a la necesidad de promover la 
responsabilidad del gobierno local, que surge por las pocas e ineficientes auditorías externas y 
sistemas de monitoreo de la provisión de servicios locales, asimismo identifica la capacidad 
personal encargado de atender las responsabilidades y competencias. 
Lo anterior con el fin de “responder a una serie de objetivos estratégicos (general), 
institucionales (particulares) y a unos objetivos operacionales de política” (Torres & Santander, 
2013, p. 125).  Por otra parte, se identifica la existencia de una estrategia institucional en el 
enfoque Top-Down, la cual hace referencia a la “manera directa en la que se incuba la política 
pública luego de ser formulada, lo que implica la capacidad de concurrencia o subsidiariedad de 
quienes la formulan desde un carácter direccional, esta estrategia es inamovible y cíclica, pero 
puede cambiar conforme a las prioridades de los actores” (Gutiérrez y otros, 2017, p. 337). 
Haciendo una aproximación a la manera como las políticas públicas funcionan en una lógica 
top-down, es preciso partir de la existencia de una institucionalidad jerárquica dentro del diseño 
institucional del Estado unitario
6
, lo cual conlleva a determinar la racionalidad que deben tener 
                                                 
6
 Estado unitario significa Estado uniforme que todas las entidades territoriales están sometidas a un mismo régimen 
jurídico y a una organización político-administrativa similar (Soto, 2003, p 133). 
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los actores intervinientes en la formulación de la política en cada nivel de gobierno, 
especialmente en el proceso de decisión.  En este sentido, para Gutiérrez (2017) “la formulación 
de la política aparece por cuenta de la propia integración o movilidad de los planes o programas 
etc., es decir, que responden a un comportamiento estructural de los planes administrativos o 
territoriales, que de manera concomitante y recíproca no enaltece una gestión en particular sino 
el derrotero estamental” (p. 336).  
Desde el enfoque top-down se puede inferir que las políticas públicas responden a arreglos 
institucionales entre los actores de decisión, los cuales al estar en instancias de poder tiene planes 
y programas de gobierno que guían su función pública, de esta forma, las políticas deben 
concurrir y converger con los planes de su nivel de gobierno superior desde una lógica vertical, 
es decir jerárquica.  En esencia, como lo plantea Gutiérrez (2017):  
“Si los planes no son convergentes, las políticas públicas tampoco, por eso, es algo               
extraño que permanezcan políticas públicas en planes no concurrentes, prueba de la 
complejidad aleatoria de las políticas por momentos, que en ocasiones no parece que 
tuvieran principio o finalidad o largo aliento, pero que para su conveniencia deben tener 
ciclo de cierre o renovación continua” (p. 336). 
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Capítulo 2 
Diseño de la Política Pública de Primera Infancia, Infancia y Adolescencia en 
Cundinamarca 
Este capítulo tiene por objetivo, caracterizar el proceso de formulación de la política pública 
en el nivel intermedio, según el caso de estudio de esta investigación. Para esto: i). se 
caracterizarán las “reglas de juego” en las que emergen las políticas públicas, focalizado el 
proceso en el nivel intermedio en Colombia y en el Departamento de Cundinamarca; ii) se dará 
cuenta de las relaciones institucionales que guiaron el proceso en el diseño de la política pública 
de Primera Infancia, Infancia y Adolescencia en Cundinamarca; y iii), se evidenciará el cómo, el 
diseño de las políticas públicas, está condicionado por configuraciones institucionales que operan 
bajo la lógica centro-local y limitan el principio de autonomía de las entidades territoriales y en 
particular, el departamento. 
Para esto, en la primera parte se expondrán algunos elementos de tipo normativo e histórico, 
que caracterizan la descentralización en Colombia y la operacionalización de este modelo en el 
nivel intermedio en el país (Colombia). De manera posterior, se hará énfasis en el proceso de la 
formulación y diseño de las políticas públicas en el departamento de Cundinamarca, para luego, 
hacer énfasis en los elementos y principales características que condicionaron y guiaron la 
formulación de la Política Pública de Primera Infancia, Infancia y Adolescencia en 
Cundinamarca. 
  
2.1 Aproximaciones a la descentralización en Colombia 
El Estado Colombiano comprende tres niveles de gobierno: 1. nivel central o nacional; 2. 
nivel intermedio; 3. nivel municipal y distrital. Cada nivel está compuesto por instituciones 
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específicas que a través de las reglas de procedimiento institucional administran y determinan el 
desarrollo socioeconómico de sus territorios. 
Según Maldonado (2011), la descentralización administrativa, explicada desde la óptica 
territorial, evidencia el cómo  el Estado colombiano busca la provisión de servicios a través de 
políticas públicas que contribuyan a la disminución de desigualdades territoriales y de promoción 
de la participación ciudadana así como el correcto uso y repartición de los recursos, con el fin de 
generar mejores procesos de desarrollo, mayores oportunidades para finalmente generar la 
autonomía a largo plazo de los territorios. 
Desde esta lógica, autores como Lara (2003) señalan que la descentralización en Colombia se 
dio de manera atípica si se compara con lo que ha ocurrido de manera predominante en Europa 
continental, en Colombia se entendió la descentralización como un proceso que implicaba 
erosionar la presencia del Estado central en el departamento, “como si se tratase de una 
incompatibilidad irreconciliable” (Lara, 2003, p.156).  
De esta manera, para Lara (2003), históricamente los gobiernos centrales nunca tuvieron una 
presencia local significativa, capaz de articular sus relaciones con las entidades territoriales, pues 
la articulación entre el centro y la periferia se establecía en la emblemática institución 
desconcentrada del prefecto o gobernador como agente del poder central, cuyo asentamiento ha 
sido el meso-government o nivel intermedio, llámese departamento, provincia o condado. Es así 
como esta institución quiso articular el centralismo con las localidades y ejercer tutela sobre 
ellas, hasta convertirse en la actualidad en el enlace entre el nivel central y el local (Lara, 2003, 
p.155). 
Desde finales de los años setenta del siglo pasado, los departamentos fueron el centro del 
modelo de descentralización; las políticas de entonces, se orientaron a fortalecer el papel del 
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nivel intermedio delegándoles funciones que venía ejerciendo el nivel nacional y 
comprometiéndolos a participar en forma activa en los planes y programas nacionales y en hacer 
un seguimiento y monitoreo de las acciones nacionales en su territorio. Siguiendo a autores como 
Estupiñan (2012), Hoyos (1996) y Maldonado (2011), a los departamentos, también se les dotó 
de un sistema jurídico favorable a la gestión de la planeación en el territorio de su jurisdicción, 
fijándoles reglas de manejo presupuestal, con el fin de estimular su papel como centro de 
referencia de la acción nacional. La Nación esperaba acentuar la desconcentración de sus 
agencias regionales, dotar a tales agencias de mayores facultades para decidir y actuar y 
articularlas en mejor forma con los gobiernos departamentales. 
Este panorama, en el que los departamentos se constituían en la entidad principal planeadora 
en los niveles locales, cambió. Ante esto, González y Jaramillo (1996), mencionan que la 
descentralización de los años ochenta se orientó a fortalecer los municipios quedando los 
departamentos por fuera del centro principal de atención de las políticas públicas territoriales del 
Estado. Esto, según los mismos autores, debilitó a las entidades departamentales en su esfera 
institucional y en su capacidad fiscal.  
 A inicios de los años noventa, con la promulgación de la Constitución Política de 1991, se 
estableció la elección popular de los mandatarios en los departamentos, siendo este el pilar de la 
descentralización regional. Además.  tal como estudia González y Jaramillo (1996), se buscó 
fortalecer el papel del departamento como nivel intermedio entre la nación y los municipios; esto 
en la vía de trasladarles:  la prestación de ciertos servicios como educación y salud; bienes  y 
facultades reglamentarias en transporte, medio ambiente, cultura, turismo, infraestructura entre 
otras que venía ejerciendo la nación; comprometerlos en la gestión del desarrollo y la 
coordinación de la planeación local; involucrarlos en los procesos de programación de la 
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inversión pública nacional; y en general, para que sirvieran de soporte técnico de la nación en 
todas las actividades territoriales. 
De esta manera, según Alceta (2015) “los cambios promovidos en la Constitución de 1991 
plantearon nuevos retos para los departamentos y municipios, cambios en las competencias y 
funciones fueron reglamentados bajo la Ley 60 de 1993, la cual plasmó el rol que los entes 
territoriales y el gobierno central entrarían a desempeñar dentro del accionar de las políticas 
públicas” (p. 68).  
Actualmente, según Gutiérrez (2010) la descentralización en Colombia está pasando por un 
proceso de recentralización, pues son varios los actos legislativos los que han reformado la 
constitución cambiando su espíritu descentralista. Ante esto, Gutiérrez (2010), desde su lectura 
de Sánchez (2001), plantea que: 
“En el 2001 mediante el acto legislativo 01, se modificaron los artículos 356 (servicios a 
cargo de la nación y de las entidades territoriales) y 357 (participación en los ingresos 
corrientes de la Nación) con el objetivo de sanear las finanzas públicas del nivel central y 
contribuir a la estabilidad macroeconómica del país” (…); luego en el 2007 a través del 
acto legislativo 4 se modificó el destino y la asignación de los recursos del sistema genera 
de participaciones, creando un sistema de monitoreo, seguimiento y control al gasto de 
las entidades territoriales, esta reforma se dio en el marco de crecientes tensiones fiscales 
alrededor de la descentralización” (p. 15). 
 
Posteriormente, en el 2011 por medio del acto legislativo 05 se modificó el artículo 306 
(Fondo Nacional de Regalías, que reconoce como beneficiarias de las regalías directas a las 
entidades territoriales) con el propósito de que el gobierno nacional controlará y determinará la 
distribución de las regalías.  
Es así como Soto (2003) plantea que “la política de descentralización en Colombia ha estado 
determinada por los principios más puros del centralismo: en nombre de la supremacía del poder 
del Estado, e invocando la igualdad del territorio, se subordina la autonomía a la unidad” (p.133). 
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2.1.1 Nivel intermedio. 
Para González (1996) la experiencia demuestra que el nivel intermedio puede tener un espacio 
de significativa importancia en la identificación de proyectos de un impacto agregado, que cobije 
varias municipalidades que no son necesariamente perceptibles ni canalizables desde un 
municipio en particular y, por consiguiente, sería difícil en ausencia de los Estados, las 
provincias, los departamentos o las regiones, asignar eficientemente recursos para proyectos de 
características semejantes. 
En este sentido, el nivel intermedio es “una instancia descentralizada en mayor o menor grado 
que asume nuevas responsabilidades y recursos para realizar eficientemente lo que 
tradicionalmente hizo el Estado central” (González y Jaramillo, 1996, p. 9). De esta forma, se 
entenderá el departamento como el nivel intermedio en Colombia
7
.  
El nivel intermedio en Colombia ha tenido un desarrollo insuficiente. El legado colonial y las 
formas de Estado instauradas en el país han sido eminentemente unitarios, relegando al nivel 
intermedio. Solo hasta la segunda mitad del siglo pasado se empezaron a realizar cambios 
institucionales que permitieron que los departamentos realizaran nuevas funciones (Estupiñan, 
2012, p. 6).    
Las razones por las cuales el nivel intermedio en Colombia ha tenido un desarrollo lento en 
comparación de los demás niveles de gobierno, es explicado por Estupiñan (2012) a través de las 
                                                 
7
 Para comprender de mejor forma la concepción del nivel intermedio en Colombia, se debe entender la herencia 
hispánica y francesa percibida en el modelo napoleónico.  Cuando se plantea en Europa el nivel intermedio se 
presenta la existencia de dos formas de concepción: la anglosajona y la napoleónica; la primera se caracteriza por un 
“dualismo” conforme al cual lo local y lo central constituyen ámbitos separados, cada uno con su propia definición 
de intereses y objetivos. No hay contacto ente ellos, y compiten por unos recursos limitados (Norton citado en Lara, 
2003, p.53); el modelo napoleónico hace referencia a un nivel central con la existencia de un local, en donde 
prevalece una relación interdependiente.   
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siguientes razones: a) por el débil origen institucional producto del desmantelamiento al que 
fueron sometidos los antiguos Estados federados con la vigencia de la constitución centralista de 
1886; b) por la ratificación del modelo territorial unitario en Colombia a finales del siglo XIX; c) 
por el abandono del centro a los departamentos a lo largo del siglo XX; d) por la corrupción y 
conflicto armado; e) por el protagonismo del gobierno central de turno.  
En la misma línea, González y Jaramillo (1996) exponen que lento desarrollo del nivel 
intermedio en Colombia se debe “al régimen político tradicionalmente centralista, la tradición 
histórica, la exclusión parcial en el proceso de formación del Estado nación y del Estado 
nacional, su baja capacidad institucional y la usencia de protagonismo político en la 
configuración institucional” (González & Jaramillo, 1996, p. 10).  
Conforme a lo anterior, y tal como ha establecido Soto (2003) y Alceta (2015), se podría 
afirmar que el nivel intermedio en los Estado unitarios como el colombiano, tiende a ser opacado 
por la intervención constante del nivel central frente al desarrollo de sus políticas (esto se 
constituye en uno de los hallazgos principales a lo largo de esta investigación). Sin embargo, se 
evidencia que el nivel intermedio en este tipo de Estados es indispensable para el funcionamiento 
de la descentralización de manera sistémica, con la articulación de las políticas públicas 
nacionales llevadas al territorio. 
 
2.1.2 El departamento como enlace en el nivel intermedio. 
El departamento dentro de la concepción gubernamental, según Gaviria (2012), es la entidad 
territorial intermedia, por lo cual cuenta con autonomía territorial y la atribución de ejercer 
funciones normativas, administrativas, de prestación de servicios y de asistencia a los 
municipios.  Por su parte, la Federación Colombiana de Municipios (2011) presenta al municipio 
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como el eje central de la organización territorial del Estado y respalda al departamento como 
nivel intermedio de gobierno, el cual se convierte en agencia coordinadora y agencia de 
desconcentración de funciones nacionales.  
La finalidad del departamento es la de servir como “enlace” en el nivel intermedio para 
articular el centro con la periferia, como coordinador de los servicios nacionales y como 
interlocutor del Estado central frente a las entidades territoriales (Lara, 2003, p. 164 – 165). De 
esta forma, la figura del gobernador en Colombia demuestra ser un elemento necesario para que 
la descentralización funcione de manera sistémica, como un mecanismo regulador de las 
políticas nacionales hacia el nivel local. 
Hasta este momento queda claro que el departamento es la primera entidad territorial en la 
cual se divide el Estado colombiano y tienen como autoridades a un gobernador de elección 
popular y a una asamblea conformada por diputados, también de elección popular. Como lo 
establece Maldonado (2011), los departamentos son herederos de los antiguos Estados 
soberanos, en el período federal Entre 1863 y 1886 de la República de Colombia, y ocupan un 
nivel intermedio entre los municipios y el Estado central. Se han conformado históricamente 
alrededor de un centro urbano de importancia que es la cabeza económica, administrativa y 
política de un territorio; actualmente son 32 departamentos y su número no ha variado durante el 
proceso de descentralización. El cambio más relevante es la transformación de ocho entidades 
territoriales denominadas comisarías e intendencias, figuras administrativas con menor 
autonomía, que en la Constitución de 1991 fueron elevadas al rango de departamentos. De 
acuerdo con la ley 617 de 2000, los departamentos se clasifican en categorías según su tamaño 
poblacional y sus recursos fiscales. (Maldonado, 2011)  
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El departamento como nivel intermedio en Colombia
8
, tal como se ha señalado en párrafos 
anteriores, ha sido el enlace del nivel central con el local, respondiendo a una lógica vertical en 
donde las políticas públicas desarrolladas en territorio deben responder a un componente 
sectorial y territorial determinado por el gobierno nacional.   
Un aspecto fundamental para el funcionamiento del nivel intermedio es la acción 
presupuestal, la cual se “expresa como una acción determinada en el desempeño de una función 
especial en un tiempo determinado, en donde se aplican recursos para obtener unos resultados 
concretos (bienes y servicios) con un fin preciso, satisfacer necesidades públicas” (Colombia 
MHCP, 2011, p.16).  
La acción presupuestal se cristaliza en el Presupuesto General de los departamentos-PGD, 
siento la herramienta principal para determinar con qué recursos económicos cuenta la 
administración departamental para la posible formulación de políticas públicas, el PGD “está 
conformado por tres partes: a) el presupuesto de Ingresos, b) el Presupuesto de Gastos y c) las 
Disposiciones Generales” (AGR, 2012, p 63). De esta manera, según el Auditoria General de la 
República-AGR-:  
El presupuesto de ingresos contiene el estimativo de lo que se espera recibir durante el 
año por concepto ingresos corrientes, recursos de capital y los ingresos propios de los 
establecimientos públicos del orden departamental. El presupuesto de gastos comprende 
el estimativo de lo que se espera erogar durante la vigencia por concepto de gastos de 
Funcionamiento, el Servicio de la Deuda e Inversión. La tercera parte del presupuesto 
departamental está constituida por las Disposiciones Generales, que son normas 
aplicables solo para el año en que va a regir el presupuesto, y tienen como finalidad 
 regular la ejecución activa y pasiva del presupuesto (AGR, 2012, p 64). 
                                                 
8
 Aunque en la actualidad el departamento es el nivel intermedio en el diseño institucional colombiano, no siempre 
ha sido así. En 1986 se expidió la ley 3 de 1986, con base en la cual se compilaron las normas sobre el régimen 
departamental, pero “no se introdujeron cambios de fondo” (Maldonado, 2011, p. 102), es decir que el departamento 
aún era un apéndice sin mayor autonomía dentro de un Estado netamente centralista, el cual carecía de 
descentralización. 
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Entendiendo cómo se constituye el PGD, es preciso determinar que la política pública sin 
presupuesto simplemente puede llegar a ser un documento técnico de política, pues sin recursos 
económicos para diseñar y ejecutar la política, esta no puede ejecutarse en la vida pública.  En 
esta lógica la AGR (2012) afirma que el presupuesto departamental “es una herramienta 
fundamental para la ejecución de la política económica y fiscal de las entidades territoriales, a 
través de su función como financiador y/o proveedor de bienes y servicios en nombre del Estado 
dentro de su jurisdicción” (p. 60). 
Ahora bien, entendida la importancia del presupuesto en el departamento para su 
funcionamiento, se continuará a explicar las etapas requeridas para la organización y ejecución 
de este.  Según la AGR (2012), el proceso presupuestal territorial consta de seis etapas:  
a. Programación y elaboración del presupuesto: en esta etapa se establecen los lineamientos, 
instrumentos y procedimientos para la elaboración, presentación, estudio y aprobación del 
presupuesto de las entidades territoriales. 
b. Presentación del Proyecto de Presupuesto: este se debe realizarse y presentarse anual para 
la consideración de la asamblea departamental dentro de la fecha que establezcan los 
reglamentos internos. 
c. Estudio y aprobación del proyecto de presupuesto territorial: este trámite debe adelantarse 
en la asamblea, para que esta apruebe el proyecto de presupuesto. Se presenta a través de la 
secretaría de la asamblea, luego pasa a la comisión de presupuesto para su primer debate y 
posteriormente su aprobación en la plenaria. 
d. Decreto de liquidación: una vez aprobado el presupuesto, el Gobernador sanciona la 
respectiva Ordenanza, donde también le corresponde expedir el decreto de liquidación del 
Presupuesto General Territorial. 
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e. Ejecución del Presupuesto: se desarrolla el recaudo de los recursos (ejecución activa) y la 
aplicación de los gastos (ejecución pasiva), denominados también fuentes y usos. 
f. Seguimiento y Evaluación del Presupuesto: los departamentos en sus respectivos 
Estatutos Presupuestales deben establecer los lineamientos bajo los cuales se ha de ejercer el 
seguimiento y evaluación de sus presupuestos. 
Cabe resaltar que, en materia presupuestal, la asamblea juega un papel importante con la 
aprobación del presupuesto departamental vía ordenanza, el cual, la gobernación a través de 
las secretarias de planeación y Hacienda deben presentar una vez cada año, lo anterior por 
mandato constitucional.    
 
2.1.3 Aproximaciones normativas de las atribuciones en el nivel intermedio: asamblea y 
gobernación. 
 
En la asamblea Constituyente de 1991 un grupo de constituyentes propuso la supresión de los 
departamentos y la creación de regiones para reemplazarlos, y así darle mayor transcendencia 
institucional al nivel intermedio.  Esta proposición según Maldonado (2011), se enmarcó con 
base en un diagnóstico bastante negativo sobre el desempeño del departamento como entidad 
territorial, “posición que retomó un debate que venía dándose desde 1968” (Maldonado, 2011, p. 
102). Finalmente, el debate condujo a una decisión de la asamblea constituyente de mantener y 
reforzar el papel de los departamentos, fue en esta coyuntura donde se le abrió la puerta a la 
descentralización y permito consolidar al departamento como el nivel intermedio.   
Para el caso colombiano, el nivel intermedio ha tenido diversas denominaciones: provincia, 
Estado o departamento; con la llegada de la Constitución Política de 1991, el departamento se 
definió como entidad territorial, acompañado de distritos, municipios y territorios indígenas. 
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Pero solo el departamento se consolida en el nivel intermedio, los demás entes territoriales se 
enmarcan en el nivel local.  (Constitución Política Colombiana, 1991, art.286). En materia de 
ordenamiento territorial, la Constitución de 1991 y las leyes también han consolidado al 
departamento como nivel intermedio y a los distritos y municipios como el nivel local de 
gobierno y de administración, pero al mismo tiempo, previendo la necesidad de figuras más 
flexibles para la prestación de determinados servicios o ejecución de proyectos, se crearon las 
áreas metropolitanas, las asociaciones de municipios y los convenios entre departamentos, así 
como la conformación de comunas y corregimientos en todos los municipios del país. 
(Maldonado, 2011, p, 8). 
En ese orden de ideas, es importante resaltar que, en la Constitución Política Colombiana de 
1991, los departamentos obtuvieron autonomía para la administración de los asuntos seccionales 
y la planificación y promoción del desarrollo económico y social dentro de su territorio en los 
términos establecidos por la Constitución; estos ejercen funciones administrativas, de 
coordinación, de complementariedad de la acción municipal, de intermediación entre la Nación y 
los municipios y de prestación de los servicios que determinen la Carta Política y las leyes 
(artículo 298, Constitución Política Colombiana, 1991). Es así como la ley reglamenta lo 
relacionado con el ejercicio de las atribuciones territoriales, de forma que el departamento puede 
desarrollar la sectorialidad y territorialización de las políticas en el nivel local.  
En este contexto, la sectorialidad y territorialización, tal como afirma Jolly (2005), hacen 
referencia al proceso por el cual, en la gobernabilidad se combina “una lógica sectorial (o 
sectorialidad, que implica centralización) y lógica territorial (o territorialidad, que implica 
descentralización)” (p. 58). En otras palabras, esto quiere decir que el departamento siendo el 
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nivel intermedio, puede influenciar de manera institucional a nivel local la formación de políticas 
públicas a partir de la planificación de ejes temáticos de políticas a nivel nacional. 
Ahora bien, el artículo 288, contempla que la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial 
establece la distribución de competencias entre la Nación y las entidades territoriales. De esta 
forma, las competencias atribuidas a los distintos niveles territoriales son ejercidas conforme a 
los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad en los términos que establezca la 
ley; estos, según el artículo 27 de la Ley 1454 del 2011, determinan lo siguiente: 
 Coordinación: determina que la nación y las entidades territoriales deben ejercer sus 
competencias de manera articulada, coherente y armónica. Así mismo, en desarrollo de este 
principio, las entidades territoriales y demás esquemas asociativos se articulan con las 
autoridades nacionales y regionales. El propósito principal es garantizar los derechos 
fundamentales de los ciudadanos colectivos y del medio ambiente, establecidos en la 
Constitución Política. 
 Concurrencia: determina la manera en que la Nación y las entidades territoriales 
desarrollan oportunamente acciones conjuntas en busca de un objeto común, cuando así esté 
establecidos con respeto de su autonomía. 
 Subsidiariedad: determina la manera en que la Nación, las entidades territoriales y los 
esquemas de integración territorial apoyan en forma transitoria y parcial en el ejercicio de sus 
competencias, a las entidades de menos categoría fiscal, desarrollo económico y social dentro del 
mismo ámbito de la jurisdicción territorial, cuando se demuestre su imposibilidad de realizar 
debidamente determinadas competencias. El desarrollo de este principio estará sujeto a 
evaluación y seguimiento de las entidades a nivel nacional rectoras de la materia. El Gobierno 
Nacional desarrollará la materia en coordinación con los entes territoriales. 
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De esta manera, el ordenamiento territorial se configura en un esquema institucional que 
busca proporcionar las condiciones para concertar políticas públicas entre la Nación y las 
entidades territoriales, con reconocimiento de la diversidad geográfica, histórica, económica, 
ambiental, étnica y cultural e identidad regional, en sintonía con los intereses y disposiciones a 
nivel nacional
9
.  
Asimismo, los departamentos en el nivel intermedio, tienen autonomía para la administración 
de los asuntos seccionales y la planificación y promoción del desarrollo económico y social 
dentro de su territorio en los términos establecidos por la Constitución; según la Constitución 
Política, estos ejercen funciones administrativas, de coordinación, de complementariedad de la 
acción municipal, de intermediación entre la Nación y los Municipios y de prestación de los 
servicios que determinen la Carta Política. 
Ahora bien, con respecto a la conformación del departamento y de las instituciones que 
intervienen de manera prioritaria en la formulación de políticas públicas
10
, se resalta la 
gobernación
11
 que está a cargo del gobernador, quien es elegido por voto popular desde el año 
                                                 
9
 Para el caso de Cundinamarca, por ejemplo, esto se evidencia con el Plan de Desarrollo Nacional 2010-2014, en el 
que se hace un análisis específico de cada uno de los sectores socioeconómicos que comprenden al departamento, 
identificando características poblacionales específicas, que luego son tenidas en cuenta para el desarrollo de las 
políticas.  
10
 Según la Constitución Política, las entidades territoriales gozan de autonomía para la gestión de sus intereses, y 
dentro de los límites de la Constitución y la ley, gozando del derecho de Gobernarse por autoridades propias, ejercer 
las competencias que les correspondan, participar en las rentas nacionales, administrar los recursos y establecer los 
tributos necesarios para el cumplimiento de sus funciones. 
11
 Conforme a las competencias de la gobernación se identifican las siguientes: 1. Reglamentar el ejercicio de las 
funciones y la prestación de los servicios a cargo del Departamento; 2. Expedir las disposiciones relacionadas con la 
planeación, el desarrollo económico y social, el apoyo financiero y crediticio a los municipios, el turismo, el 
transporte, el ambiente, las obras públicas, las vías de comunicación y el desarrollo de sus zonas de frontera; 3. 
Adoptar de acuerdo con la Ley los planes y programas de desarrollo económico y social y los de obras públicas, con 
la determinación de las inversiones y medidas que se consideren necesarias para impulsar su ejecución y asegurar su 
cumplimiento; 4. Decretar, de conformidad con la Ley, los tributos y contribuciones necesarios para el 
cumplimiento de las funciones departamentales; 5. Expedir las normas orgánicas del presupuesto departamental y el 
presupuesto anual de rentas y gastos; 6. Con sujeción a los requisitos que señale la Ley, crear y suprimir municipios, 
segregar y agregar territorios municipales, y organizar provincias; 7. Determinar la estructura de la Administración 
Departamental, las funciones de sus dependencias, las escalas de remuneración correspondientes a sus distintas 
categorías de empleo; crear los establecimientos públicos y las empresas industriales o comerciales del 
departamento y autorizar la formación de sociedades de economía mixta; 8. Dictar normas de policía en todo aquello 
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1992; y la asamblea departamental
12
 (que es una corporación administrativa), quien es elegida 
también por voto popular por el mismo periodo en que es elegido el Gobernador
13
. 
Para Estupiñán (2012) se observa que de forma reiterada en la Constitución Política se habla 
de funciones legislativas para la figura departamental e incluso para la corporación pública 
denominada asamblea departamental. También se incluyen las figuras de la delegación 
legislativa y de la entrega de facultades extraordinarias legislativas en cabeza de las asambleas. 
Todas estas prerrogativas sostienen la afirmación elaborada en torno al carácter federal o 
regional del proyecto, que en última instancia deja en manos de una Ley Orgánica o Estatuto 
General de Organización del Territorio el complejo tema de la relación entre poder y territorio. 
En esta medida, desde la lectura del mismo autor, se sostiene que la labor de las asambleas es 
más de carácter normativo, sin embargo, puede llegar intervenir en la formación de políticas 
públicas.   
Ahora bien, con respecto a las atribuciones de la gobernación en cabeza del gobernador, el 
artículo 305 de la Constitución Política
14
, en general, se relacionan con la administración y 
                                                                                                                                                             
que no sea materia de disposición legal; 9. Autorizar al Gobernador del Departamento para celebrar contratos, 
negociar empréstitos, enajenar bienes y ejercer, pro tempore, precisas funciones de las que corresponden a las 
Asambleas Departamentales; 10. Regular, en concurrencia con el municipio, el deporte, la educación y la salud en 
los términos que determina la Ley; 11. Solicitar informes sobre el ejercicio de sus funciones al Contralor General del 
Departamento, Secretario de Gabinete, Jefes de Departamentos Administrativos y Directores de Institutos 
Descentralizados del orden Departamental; 12. Cumplir las demás funciones que le asignen la Constitución y la Ley. 
12
 Conforme a sus competencias, el Acto Legislativo 01 de 2007, artículo 3°, establece lo siguiente: “El artículo 299 
de la Constitución Política de Colombia quedará así: En cada departamento habrá una corporación político-
administrativa de elección popular que se denominará asamblea departamental, la cual estará integrada por no 
menos de 11 miembros ni más de 31. Dicha corporación gozará de autonomía administrativa y presupuesto propio, y 
podrá ejercer control político sobre la administración departamental. El régimen de inhabilidades e 
incompatibilidades de los diputados será fijado por la ley. No podrá ser menos estricto que el señalado para los 
congresistas en lo que corresponda. El período de los diputados será de cuatro años y tendrá la calidad de servidores 
públicos. Para ser elegido diputado se requiere ser ciudadano en ejercicio, no haber sido condenado a pena privativa 
de la libertad, con excepción de los delitos políticos o culposos y haber residido en la respectiva circunscripción 
electoral durante el año inmediatamente anterior a la fecha de la elección. Los miembros de la Asamblea 
Departamental tendrán derecho a una remuneración durante las sesiones correspondientes y estarán amparados por 
un régimen de prestaciones y seguridad social, en los términos que fijen la ley. 
13
 Así mismo, el poder judicial está a cargo de los Tribunales Departamentales. 
14
 Estas son: 1. Cumplir y hacer cumplir la Constitución, las leyes, los decretos del Gobierno y las ordenanzas de las 
asambleas departamentales; 2. Dirigir y coordinar la acción  administrativa del departamento y actuar en su nombre 
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representación legal del departamento, constituyéndose en un agente de la Presidencia de la 
República. 
A pesar de las disposiciones constitucionales y normativas mencionadas en este capítulo, 
existe un quiebre entre los intereses dispuestos para la operacionalización de la autonomía 
departamental, y las configuraciones institucionales que determinan, desde el nivel nacional, las 
acciones gubernamentales en el nivel intermedio. Ante esto, de acuerdo con Estupiñan (2012), 
los departamentos han sufrido un abandono como entidad territorial, debido a la estructura 
centralizada que ha sido una variable importante en la historia constitucional colombiana. En esta 
vía, Villar Borda (2008), plantea que el problema con los departamentos en Colombia radica en 
que, desde su creación, se han pensado de manera arbitraría, ya que no han obedecido a factores 
geográficos, económicos o sociales, sino a intereses políticos y electorales. 
En este sentido, tal como señala González y Jaramillo (1996), es notorio el hecho de que la 
Nación haya acudido insistentemente en distintas experiencias nacionales a una instancia 
intermedia para garantizar mayor eficiencia en su política asignativa de recursos y para aumentar 
                                                                                                                                                             
como gestor y promotor del  desarrollo integral de su territorio, de conformidad con la Constitución y las 
leyes; 3.  Dirigir y coordinar los servicios nacionales en las condiciones de la delegación que le  confiera el 
Presidente de la República; 4. Presentar oportunamente a la asamblea  departamental los proyectos de ordenanza 
sobre planes y programas de desarrollo  económico y social, obras públicas y presupuesto anual de rentas y 
gastos; 5. Nombrar y  remover libremente a los gerentes o directores de los establecimientos públicos y de las 
empresas industriales o comerciales del Departamento. Los representantes del  departamento en las juntas directivas 
de tales organismos y los directores o gerentes de  los mismos son agentes del gobernador; 6. Fomentar de 
acuerdo con los planes y  programas generales, las empresas, industrias y actividades convenientes al desarrollo 
cultural, social y económico del departamento que no correspondan a la Nación y a los municipios; 7. Crear, 
suprimir y fusionar los empleos de sus dependencias, señalar sus  funciones especiales y fijar sus emolumentos 
con sujeción a la ley y a las ordenanzas  respectivas. Con cargo al tesoro departamental no podrá crear 
obligaciones que excedan  al monto global fijado para el respectivo servicio en el presupuesto inicialmente 
aprobado; 8. Suprimir o fusionar las entidades departamentales de conformidad con las ordenanzas; 9. Objetar por 
motivos de inconstitucionalidad, ilegalidad o inconveniencia, los proyectos de ordenanza, o sancionarlos y 
promulgarlos; 10. Revisar los actos de los  concejos municipales y de los alcaldes y, por motivos de 
inconstitucionalidad o  ilegalidad, remitirlos al Tribunal competente para que decida sobre su validez; 11. Velar 
por la exacta recaudación de las rentas departamentales, de las entidades descentralizadas  y las que sean 
objeto de transferencias por la Nación; 12. Convocar a la asamblea departamental a sesiones extraordinarias en las 
que sólo se ocupará de los temas y  materias para lo cual fue convocada; 13. Escoger de las ternas enviadas por el 
jefe nacional respectivo, los gerentes o jefes seccionales de los establecimientos públicos del  orden nacional que 
operen en el departamento, de acuerdo con la ley; 14. Ejercer las  funciones administrativas que le delegue el 
Presidente de la República; 15. Las demás que le señale la Constitución, las leyes y las ordenanzas. 
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los niveles de gobernabilidad del territorio, ante la insuficiencia de los esquemas sectoriales. Esto 
ha hecho, según los mismos autores, que  la visión sectorial y territorial esté desprovista de la 
espacialidad necesaria para garantizar el realismo en la formulación de las políticas y aun 
existiendo agencias regionales del nivel central de carácter sectorial, estas no operan con la 
suficiente capacidad de interlocución en la priorización de las inversiones, ni reflejan la 
voluntad, la legitimidad y la intersectorialidad que se deriva de la existencia de un nivel 
administrativo con perspectiva territorial y a veces respaldado por la existencia de un gobierno 
regional, estadual o departamental. 
Así las cosas, el nivel intermedio es la instancia más cercana a los apremios de la 
administración comunal, local o municipal. Los departamentos tienen mayor versatilidad en el 
conocimiento del territorio que comprende su jurisdicción e igualmente puede en forma más 
oportuna atender las demandas de asistencia técnica, administrativa y financiera que demandan 
los municipios; “tiene ventajas comparativas para internalizar los beneficios en favor de sus 
municipios en determinadas áreas que tienen demandas estacionales según los tipos de proyectos 
y las demandas especiales que formulen los municipios” (González y Jaramillo, 1996, P.41). 
 
2.2 Formulación de políticas en el nivel intermedio en Colombia 
 
Hasta este punto, este capítulo caracterizó la lógica de la descentralización en Colombia, así 
como las competencias del nivel intermedio, en cuanto a la asamblea departamental y la 
gobernación. Ahora bien, de acuerdo con los objetivos planteados en esta investigación, en los 
siguientes párrafos se evidenciarán las lógicas institucionales en las que se diseñó la política 
pública de Primera Infancia, Infancia y Adolescencia en Cundinamarca. 
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2.2.1 Entre la territorialidad y sectorialidad. 
Autores como Muller (1997) y Jolly (2005), han estudiado la manera en que las políticas 
públicas desde el nivel nacional al intermedio y del intermedio al local, operan desde la 
territorialidad y sectorialidad; es decir, emergen en un contexto en el que existe una “lógica 
dominante” (p. 53). Retomando los aportes de Muller (1997) y Jolly (2005), esto quiere decir que 
la territorialidad de una política pública hace referencia a una situación en la cual la lógica 
dominante de la política pública es territorial (regulación de un territorio geográfico en una 
dialéctica centro-periferia), mientras la sectorialidad hace semejanza a una situación en la cual la 
lógica dominante de la política pública es bajo una lógica sectorial o vertical (regulación de la 
reproducción de un sector determinado verticalmente en una dialéctica global-sectorial). De esta 
forma, Jolly (2005) manifiesta que a cada lógica de regulación de las políticas públicas “le 
corresponde una forma de gobernar en su territorio y así el gobierno del territorio para la 
sectorialidad y la gobernanza de los territorios para que se constituya territorialidad” (P.53).  
Lo anterior, como respuesta al diseño institucional de un Estado centralizado, el cual debe 
responder a una lógica vertical en el que, a pesar de que exista un principio de autonomía 
territorial, no se puede desconocer el componente nacional; en esta medida, el proceso de diseño 
y formulación de una política en el departamento no debe verse de manera ajena a las lógicas e 
intereses o disposiciones que a nivel nacional se han considerado.  
La formación de políticas públicas es un eje importante en la construcción de institucionalidad 
en el nivel intermedio, pues estas son finalmente las que solucionan los problemas estructurales 
que aquejan al departamento. Ahora bien, es evidente la importancia que el nivel central tiene 
hacia el intermedio en la formación de políticas públicas. Evidencia de esto, es que, según el 
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Decreto 4530 del 2008, el Ministerio del Interior cuenta con la Dirección de Gobernabilidad 
Territorial
15
. 
Así mismo, en materia de ordenamiento territorial, según el artículo 2 de la Ley 1454 del 
2011, el nivel nacional a través de la asignación de recursos propicia las condiciones 
institucionales requeridas para concertar políticas públicas entre la Nación y las entidades 
territoriales, con reconocimiento de la diversidad geográfica, histórica, económica, ambiental, 
étnica y cultural e identidad regional y nacional (Articulo 2, ley 1454 de 2011). 
 En este sentido, desde el nivel nacional, hay una serie de disposiciones que hacen que la 
formulación de las políticas públicas en el nivel intermedio esté en permanente diálogo, diseño e 
interlocución con el gobierno Nacional.  
 
 
2.2.2 Formulación de políticas públicas en el departamento de Cundinamarca. 
 
Para explicar el proceso de formación de las políticas públicas en Cundinamarca, y tal como 
se mencionó en la metodología de esta investigación, se utilizará el enfoque neo-institucional. 
Esto permitirá evidenciar las reglas de juego formales e informales que los actores intervinientes 
practican a través de una estructura de poder, en la cual se priorizan las políticas de acuerdo a la 
estructura política de la administración departamental.   
Tal como se conceptualizó en el marco teórico, dentro del neo-institucionalismo existen reglas 
formales e informales; las primeras entendidas como las actuaciones hechas en el marco 
institucional normativo y las segundas, como aquellas que se adaptan de acuerdo a la realidad 
                                                 
15
 Que dentro de sus funciones, según el mismo Decreto, “asesorar, dirigir y coordinar la formulación, ejecución y 
evaluación de las políticas del Gobierno Nacional sobre descentralización política, ordenamiento territorial y gestión 
territorial y Asesorar la formulación, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas para el 
fortalecimiento de la descentralización y propender por la aplicación de los principios de concurrencia, 
subsidiariedad y complementariedad entre la Nación, los Departamentos, Distritos y municipios”. 
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institucional conforme a las prácticas y costumbres. En el caso de estudio, entre las reglas 
formales identificadas se señalan las siguientes: 
 Constitución política de Colombia de 1991. 
 Ley 152 de 1994, por la cual se establece la Ley Orgánica del Plan de Desarrollo. 
 Ley 617 de 2000, Por la cual se reforma parcialmente la Ley 136 de 1994, el Decreto 
Extraordinario 1222 de 1986, se adiciona la Ley Orgánica de Presupuesto, el Decreto 1421 de 
1993, se dictan otras normas tendientes a fortalecer la descentralización, y se dictan normas para 
la racionalización del gasto público nacional. 
 Ley 1454 de 2011, Por la cual se dictan normas orgánicas sobre ordenamiento territorial y 
se modifican otras disposiciones. 
 Reglamento interno de la asamblea de departamental de Cundinamarca 
  Circular de la secretaria de planeación de Cundinamarca que establece la metodológica 
para formación de políticas públicas en el departamento.  
Por su parte, en cuanto a las reglas informales establecidas en el proceso de formulación de 
las políticas públicas en el departamento, se evidenciaron las siguientes: 
 Acuerdos entre los diputados y el gobernador  
 Voluntad política del gobernador para el agendamiento de la política  
 Intereses particulares de los diputados  
 Voluntad política y técnica de los funcionarios encargados en el diseño de la política  
   Aunque la gobernación de Cundinamarca no cuenta con una norma específica que 
reglamente la formación de políticas públicas en el departamento, el gobierno departamental en 
el 2016 desarrolló una guía que fija los parámetros necesarios para su formulación, la cual solo 
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es vinculante para las dependencias que integran al nivel central, pues, tal como afirma Aguirre 
(2016), esta guía fue creada en el marco del sistema de calidad de la gobernación. 
La revisión realizada en el marco de esta investigación, arroja que la mayoría de las políticas 
públicas departamentales, en el caso de estudio, se han hecho a través de ordenanzas. Por 
ejemplo:  
a) Ordenanza 109 de 2011, por la cual se adopta la política pública de Ciencia, Tecnología e 
innovación;  
b) Ordenanza 261 de 2015 y Ordenanza 134 del 2012 por medio de la cual se adopta la 
política de Seguridad Alimentaria y Nutricional en el Departamento de Cundinamarca. Modifica 
ordenanza 054 de 2010 lineamientos de Política Pública de Seguridad Almenaría y nutricional;  
c) Ordenanza 266 de 2015, la cual adopta la política pública de Inclusión Social de las 
Personas con Discapacidad en el departamento de Cundinamarca “con inclusión construimos 
Paz”;  
d) Ordenanza 267 de 2015, por la cual se adopta la política de Juventud en el Departamento 
de Cundinamarca “Cundinamarca Territorio de Oportunidades para la Juventud”;  
e) Ordenanza 273 de 2015 por la cual de adopta la política pública de Manejo de la 
información como herramienta de soporte en la toma de decisiones inteligentes e informadas 
para el sector salud apoyadas en el uso y apropiación de las TIC en el departamento de 
Cundinamarca;  
f) Ordenanza 274 de 2015, la cual adopta la política pública de trabajo decente para el 
Departamento de Cundinamarca;  
g) Ordenanza 099 de 2011 por la cual se adopta la Política Pública de Mujer y Género; y  
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h) Ordenanza 280 de 2015 por la cual se adopta la política pública de Primera Infancia, 
Infancia y Adolescencia “Cundinamarca al tamaño de los niños, niñas y adolescentes” 2015-
2025.  
Ahora bien, entre el 2011 y 2015, la formación de política públicas en Cundinamarca se 
enmarcó en el cumplimento del Plan Departamental de Desarrollo -PDD- “Cundinamarca 
calidad de vida”; período en el cual éstas fueron desarrolladas con el siguiente proceso general 
de formación, según una de las entrevistas aplicadas en el marco del trabajo de campo de esta 
investigación:  
a. Cada entidad de orden departamental estaba en cargada de la formulación de políticas 
públicas según correspondiera la meta en el plan de desarrollo departamental. 
b. Las entidades cabezas o líderes de la política pública a través de sus funcionarios y/o 
empresas especializadas inician la formulación del proyecto de política pública. 
c. Antes de ir a la asamblea los proyectos de política pública pasaban mecanismos de 
validación y legitimación con la población a través de mesas y comités departamentales. 
d. La secretaria de planeación departamental brindaba asesoría cuando las entidades líderes 
lo requerían. 
e. Las entidades líderes en compañía de la secretaría de planeación presentaban el proyecto 
de política pública a la asamblea departamental para la respectiva a probación por ordenanza. 
f. Finalmente, la asamblea departamental aprobada el proyecto de política pública a través 
de ordenanza y la publicaba para su socialización 
g. Cada entidad líder debía socializar la política pública aprobada a los municipios con su 
oferta institucional. 
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Es importante mencionar que luego que la gobernación prepara el proyecto de ordenanza que 
contenga la política pública se debe radicar en la secretaría general de la asamblea; este debe 
pasar por tres debates, que se realizan en diferentes momentos. El presidente de la asamblea 
designa un diputado ponente para que realice un primer debate en plenaria; en esta etapa el 
proyecto debe tener la aprobación de la mitad más uno de los diputados para que continúe a 
segundo debate, el cual se realiza en la comisión correspondiente al tema de la política
16
.  
 Después de recibir el aval de la comisión, el proyecto de política pública vuelve a ser 
tramitado a plenaria, este tal vez sea el momento más importante para el proyecto, pues es acá 
donde la gobernación y los diputados pueden hacer cambios. Finalmente, si el proyecto es 
aprobado nuevamente por lo menos con el aval de la mitad más uno de los diputados, este pasa a 
ser firmado por el presidente de la asamblea, secretario general y el gobernador, convirtiéndose 
en ordenanza, es decir una norma para el departamento
17
.  
En el 2012 se agendó en el Plan de Desarrollo Departamental de Cundinamarca -PDDC-, la 
construcción de las políticas públicas poblacionales departamentales, en especial las de personas 
en condición de discapacidad; género; seguridad alimentaria y nutricional; primera infancia, 
                                                 
16
 A continuación, se relacionan las comisiones que hacen parte de la Asamblea: Comisión 1ª Del Plan De 
Desarrollo; Comisión 2ª Presupuesto, Crédito Público Y Control Fiscal; Comisión 3ª Educación, Salud Y Vivienda; 
Comisión 4ª. Gestión Institucional, Región Capital Y Conectividad; Comisión 5ª. Medio Ambiente, Agricultura, 
Minas Y Energía; Comisión 6ª Institutos Descentralizados, Establecimientos Públicos y Sociedades de Economía 
Mixta; Comisión 7ª Ética. 
17
 Para el anterior proceso, la gobernación de Cundinamarca cuenta con la Dirección de Estudios Económicos y 
Políticas Públicas, perteneciente a la Secretaria de Planeación; la cual, según el Decreto ordenanza 0066, de 2015, 
tiene las siguientes funciones: 1. Orientar y coordinar con las distintas dependencias, y entidades departamentales, la 
formulación de los planes, políticas sectoriales y políticas de desarrollo, contratos plan y asociaciones público-
privadas, en concordancia con los lineamientos de política nacional y el Plan Departamental de Desarrollo y los 
planes municipales, y evaluar su impacto; 2. Apoyar al Secretario de Planeación en la definición de objetivos de 
políticas sectoriales para la formulación del Plan de Desarrollo Departamental.; 3. Orientar y coordinar con las 
distintas dependencias, y entidades departamentales, la formulación de los planes, políticas sectoriales y políticas de 
desarrollo, contratos plan y asociaciones público-privadas, en concordancia con los lineamientos de política nacional 
y el Plan Departamental de Desarrollo y los planes municipales, y evaluar su impacto; 4. Elaborar, dirigir y 
coordinar informes y estudios de investigación en los diferentes sectores, así como las publicaciones sobre estudios 
que en materia económica, social y ambiental adelante la Secretaría.; 5. Elaborar estudios y emitir los conceptos 
requeridos por la Asamblea Departamental y demás instancias definidas en la Constitución y la Ley para la creación 
de inspecciones de tránsito y la creación, segregación o agregación de territorios municipales, provincias y regiones; 
entre otras. 
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infancia y adolescencia; familia; envejecimiento y vejez; entre otras, con enfoque diferencial, de 
derechos, de género, poblacional y territorial. (PDDC, 2012, p. 93).  
El PDDC “Unidos Podemos Más”, busca el diseño de políticas públicas pensadas y 
planificadas de manera coherente, responsable y racional desde un juicioso análisis de los 
factores internos y externos que conviven en el día a día del departamento (PDDC, 2016, p. 5). 
Es así, que nuevamente las políticas públicas departamentales se agendaron como metas en el 
PDDC, las cuales deben formularse durante el periodo de gobierno 2016-2019. Entre estas 
políticas se identifican la de Familia, la de Gestión del Riesgo, la de Cambio Climático, la de 
Residuos Sólidos, la de Étnicas (población indígena y afrocolombiana), la de Acción Comunal, 
la de Participación Ciudadana, la de Patrimonio Cultural, la de Formación Artística, la de 
Derechos Humanos, y la de Habitante de Calle. 
 
2.2.2.1 Diseño de la Política pública departamental de Primera Infancia, Infancia y 
Adolescencia en Cundinamarca. 
 
 Teniendo en cuenta que esta investigación tiene previsto analizar, desde el enfoque neo-
institucional, el proceso de formulación y diseño de la política pública elegida en el caso de 
estudio, a continuación, se presentará algunos aspectos generales del proceso de formulación de 
la política en mención en el departamento de Cundinamarca, a modo de contextualizar el 
proceso. 
A. Aspectos generales en la formulación de Políticas Públicas en Cundinamarca desde el 
2011. 
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     Eslava (2010) plantea un indicio para el desarrollo institucional de Cundinamarca, 
asegurando que las políticas públicas departamentales vigentes se crearon a partir de ordenanzas. 
El reglamento interno de la asamblea de Cundinamarca define las ordenanzas como los actos 
administrativos de carácter general y abstracto emanados por decisiones de la asamblea 
departamental en pleno, que crean normas y disposiciones de obligatorio cumplimiento en el 
Departamento, de conformidad con la Constitución y las leyes; siendo estas, reglas formales en 
el proceso de formación de políticas públicas en Cundinamarca.   
     Así mismo, según las entrevistas aplicadas, se identificó que los actores intervinientes en el 
proceso de formulación de las políticas departamentales fueron: funcionarios invitados del orden 
nacional (profesionales universitarios y especializados del Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar -ICBF- y de la Consejería presidencial para la primera infancia -CPPI-
18
),  funcionarios 
de la secretaria de planeación, profesionales e instituciones privadas especializadas en el tema de 
la política contratados por las secretarias cabeza de política, funcionarios de diferentes entidades 
asistentes a las mesas de trabajo, y algunas personas de la sociedad civil (cabe resaltar la 
ausencia de los secretario y directores de entidades descentralizadas). Estos lograron presentar 
documentos de política pública, para que la asamblea departamental las aprobara por medio de 
ordenanza; hasta ese momento, los diputados jugaban un papel de legitimadores. En este punto 
es importante informar que para el 2015, la gobernación no contaba con una regla formal que le 
indicara un proceso específico a seguir para la formación de políticas.  
     Luego de que la gobernación haya preparado el proyecto de ordenanza que contenga la 
política pública, se debe radicar en la secretaria general de la asamblea. Este debe pasar por tres 
                                                 
18
Según el decreto No. 672 de 2017, la Consejería Presidencial para la Primera Infancia –CPPI– es una dependencia 
de la Presidencia de la República que apoya al Gobierno Nacional en el logro de las metas de Política Social, 
enfocadas a la Atención Integral a la Primera Infancia, y consagradas en el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 
“Todos por un Nuevo País”. 
  
61 
 
debates: el presidente de la asamblea designa un diputado ponente para que realice un primer 
debate en plenaria; en esta etapa el proyecto debe tener la aprobación de la mitad más uno de los 
diputados para que continúe a segundo debate, el cual se realiza en la comisión correspondiente 
al tema de la política
19
.  
     Después de recibir el aval de la comisión, el proyecto de política pública vuelve a ser 
tramitado a plenaria; este tal vez sea el momento más importante para el proyecto, pues es acá 
donde la gobernación y los diputados pueden hacer ajustes de diseño y contenido, de acuerdo a 
sus nuevos intereses y voluntades personales, configurados a partir del estudio y anteriores 
debates del proyecto de política en curso.  
     Finalmente, si el proyecto es aprobado, nuevamente por lo menos con el aval de la mitad 
más uno de los diputados, este pasa hacer firmado por el presidente de la asamblea, secretario 
general y el gobernador, convirtiéndose en ordenanza, es decir una norma para el 
departamento
20
.  
     En este punto, es importante mencionar que las políticas públicas que se adoptan por 
ordenanza, responden a su formación mediante objetivos y metas establecidas en los planes de 
desarrollo departamental de Cundinamarca -PDDC-, es decir, que las políticas públicas en 
                                                 
19
 Las comisiones permanentes de la asamblea de Cundinamarca son: Comisión 1 del Plan de Desarrollo; Comisión 
2 de Presupuesto, crédito público y control fical; Comisión 3 de Educación, salud y vivienda; Comisión 4 de Gestión 
institucional, región capital y conectividad; Comisión 5 de Medio ambiente, agricultura, minas y energía; Comisión 
6 de Institutos descentralizados, establecimientos públicos y sociedades de economía mixta; y Comisión 7 de Ética. 
20
 Para el anterior proceso, la gobernación de Cundinamarca cuenta con la Dirección de Estudios Económicos y 
Políticas Públicas, perteneciente a la Secretaria de Planeación; la cual tienes las siguientes funciones: Apoyar al 
Secretario de Planeación en la definición de objetivos de políticas sectoriales para la formulación del Plan de 
Desarrollo Departamental; Orientar y coordinar con las distintas dependencias, y entidades departamentales, la 
formulación de los planes, políticas sectoriales y políticas de desarrollo, contratos plan y asociaciones público-
privadas, en concordancia con los lineamientos de política nacional y el Plan Departamental de Desarrollo y los 
planes municipales, y evaluar su impacto; Elaborar, dirigir y coordinar informes y estudios de investigación en los 
diferentes sectores, así como las publicaciones sobre estudios que en materia económica, social y ambiental adelante 
la Secretaría; Identificar y coordinar con las distintas dependencias y entidades departamentales los temas de 
articulación regional en los diferentes sectores, y adelantar de forma coordinada con éstos las investigaciones y 
estudios necesarios para la proyección de la integración regional; Consolidar el diagnóstico departamental en los 
diferentes sectores con el objetivo de elaborar documentos de política; entre otros. 
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Cundinamarca, se incluyen en la agenda cuando se está construyendo el PDDC y se formulan en 
el transcurso de los cuatro años de gobierno.  
     Tal como se mencionó en párrafos anteriores, se identifican dos actores principales en el 
proceso de formulación de las políticas: en primer lugar, la gobernación de Cundinamarca que 
tiene como función principal el agendamiento de la política en las instancias institucionales, de 
acuerdo con las normas formales e informales, esto se hace casi siempre con la inclusión de la 
necesidad de hacer la política en la formulación del Plan de Desarrollo Departamental-PDD-. 
     Luego a través de su aparato institucional designa a la entidad encargada de diseñar el 
documento técnico de la política, en esta etapa de formulación, la entidad encargada tiene la 
posibilidad de aprovechar su capital humano para este fin o de contratar personal externo. 
Además, la entidad cabeza puede apoyarse en la asesoría de la secretaría de planeación 
departamental o en la de entidades del orden nacional, después de tener un documento adecuado 
avalado por los directivos de la entidad cabeza y la secretaria de planeación, este pasa a la 
asamblea como proyecto de ordenanza. 
     En segundo lugar, en la asamblea departamental, cuya función principal es la refrendación 
de las decisiones que tome la gobernación frente al agendamiento de la política, son los 
diputados los encargados de aprobar el PDD; en esta etapa, según el trabajo de campo realizado, 
algunos diputados, a través de sus prácticas, buscan protagonismo político como regla informal, 
por lo cual tratan de abanderarse de alguna de las políticas dentro de la agenda;  ya incluida las 
políticas con la aprobación del PDD, el siguiente rol de la asamblea  es fungir como ente 
legitimación basándose en las reglas formales y el diseño institucional departamental, lo cual lo 
hace a través de la aprobación de los documentos de política mediante ordenanza.  
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B. Aspectos del proceso de formulación de la política pública del caso de estudio. 
 
La política pública de Primera Infancia, Infancia y Adolescencia del Departamento de 
Cundinamarca -PPPIIAC- se crea para dar cumplimiento al Plan de Desarrollo Departamental 
2011- 2015 “Cundinamarca Calidad de Vida”, pues en este se contemplaba la meta de formularla 
(así mismo, se crea dado cumplimiento a lo exigido por la Ley de Infancia y Adolescencia).  
Esta política responde al marco normativo (que le brinda legitimidad institucional y jurídica) 
que se dispone a nivel internacional y nacional según: 1. Convención Internacional sobre 
Derechos de los Niños y las Niñas; 2. Artículo 44 de la Constitución Política de 1991; 3. Código 
de Infancia y Adolescencia; 4.Ley 1295 de 2009; 5. Ley 1438 de 2011; 6. Ley 1145 de 2007; 7. 
Ley 1146 de 2007; 8. Ley 1448 de 2011; 9. Estrategia de Municipios y Departamentos por la 
Infancia y la Adolescencia, Hechos y Derechos; 10. Plan Nacional para la Niñez y Adolescencia 
de Colombia 2009 – 2019; 11. CONPES 091 de 2005. 
Como antecedentes se registra que en el 2011 inició la formulación de la política pública a 
través de grupos de trabajo, lo que llevó a que en el 2013 se contara con los primeros 
documentos técnicos que dieran un marco a su formación. Sin embargo, según Ramírez (2017), 
aunque estos documentos contenían lineamientos técnicos, estos carecían de estructura, por lo 
cual no se tramitó proyecto de ordenanza ante la asamblea en su momento. Estas cartillas 
contenían los lineamientos de la PPPIIAC, las cuales se socializaron en algunos municipios, pero 
no se contó con apoyo político para la inclusión en la agenda de los mismos.  
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Solo hasta finales del 2015
21
, a través de la ordenanza 280, se creó la política pública de 
Primera Infancia, Infancia y Adolescencia del departamento de Cundinamarca; tiempo que 
coincide con la formación por ordenanza de la mayoría de las políticas públicas del 
departamento. Siguiendo a Ramírez (2017), las causas que retazaron la formulación de esta 
política fueron: la ausencia de un marco para seguir lineamientos y la falta de gestión y 
liderazgo. 
El proceso de formulación de esta política pública se caracteriza a continuación: 
1. En el 2010 la administración departamental de entonces, inició el estudio de un 
documento técnico de política que dirigiera las acciones pertinentes para atender la población 
beneficiaria de la política de Primera Infancia, Infancia y Adolescencia en el departamento. Esto 
con la finalidad de dar cumplimiento a la ley 1098 de 2006 (Código de infancia y adolescencia), 
el cual define las políticas públicas de infancia y adolescencia, señala sus objetivos, los 
principios rectores, los responsables del diseño, ejecución y evaluación, en los ámbitos nacional, 
departamental, distrital y municipal. De esta manera, se identifica la formulación de la política 
desde la lógica top-down, pues el nivel intermedio, acuerda la necesidad de formar una política 
por una determinación sectorial, es decir por decisiones que principalmente, provienen del 
gobierno nacional. Además, para ese momento según Ramírez (2017), Cundinamarca era de los 
pocos entes territoriales que carecía de una política pública de este tipo.  
2. Con el cambio de gobierno en el 2012, y habiéndose incluido en la agenda pública la 
necesidad de crear una política de Infancia y Adolescencia, el nuevo gobernador electo para el 
periodo 2012-2015 como actor principal interviniente decide incluir como meta de su Plan de 
Desarrollo Departamental -PDD- “Cundinamarca Calidad de vida” la formulación de la política 
                                                 
21
 Según Ramírez (2017), en 2015 se contrató un equipo consultor de la Organización de Naciones Unidad -ONU- 
para que anclara el avance de la política y complementará un documento final que pudiera tramitarse en la asamblea. 
  
65 
 
pública de Primera Infancia, Infancia y Adolescencia. Esta meta fue aprobada por la asamblea en 
conjunto con todo el PDD. En ese entonces, según Ramírez (2017), los diputados no tuvieron 
ninguna objeción al respecto de esta meta y todos la votaron en conjunto.  
3. Con la aprobación del PDD, la Secretaria de Desarrollo Social fue la entidad líder para la 
formulación de la política pública del caso de estudio. Esta Secretaria conformó un equipo de 
trabajo el cual estuvo intrigado por profesionales externos y funcionarios públicos de la entidad, 
con el objetivo de dar inicio a la formulación.  En el 2013 este equipo de trabajo conto con el 
apoyo Save The Children
22
, con lo que se logró consolidar el primer documento técnico de 
política pública. Sin embargo, según Ramírez (2017) por diferencias técnicas y conceptuales con 
otras secretarias no se logró un consenso, y por tal razón no fue posible enviarlo a aprobación de 
la asamblea. 
4. Desde una lógica nacional-local, en el 2014, la gobernación a través de la Secretaria de 
Desarrollo Social solicitó apoyo a la Alta Consejería presidencial para la Primera Infancia y al 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar –ICBF- para el desarrollo de lineamientos que se 
tuvieron en cuenta en la formulación de la política departamental, asimismo la gobernación 
busco con estos apoyos la articulación con la política nacional.   
5. En el mismo año, la gobernación decidió contratar los servicios de Ennio Cufino, un 
experto internacional en el tema de infancia y adolescencia, con lo cual, la Secretaria de 
Desarrollo Social retoma su labor cabeza de la formulación de la política. Los actores del nivel 
intermedio debieron acudir a actores del nivel nacional e internacional para poder efectuar la 
formulación de la política. Además, como lo afirma Ramírez (2017), “Colombia por ser un país 
                                                 
22
 Save the Children significa en su traducción literal: Salvar a los niños. Es una organización independiente 
internacional, la más grande del mundo que trabaja por los derechos de la niñez. Están presentes en 119 países desde 
el final de la Primera Guerra Mundial en 1919, luchando por proteger la vida de millones de niñas y niños; velando 
por su supervivencia, protección, salud, educación y su desarrollo. 
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unitario busca la articulación efectiva entre los departamentos y la nación, de ahí que se busque 
la articulación de las acciones”. Es decir que existe una lógica jerarquía en el diseño 
institucional, la cual tiene un reconocimiento y aceptación por parte de los actores del nivel 
intermedio.  
6. En el período comprendido del 2014 a 2015, los actores intervinientes en la formulación 
de la política pública tuvieron que realizar varias mesas de trabajo colectivo en donde 
participaron varias entidades concurrentes con la política del orden departamental. Asimismo, el 
grupo técnico de la sectaria de Desarrollo Social tomó como referencia los estudios y 
recomendaciones efectuadas por Unicef frente al tema, además, recopilaron y tuvieron en cuenta 
en la formulación de la política las experiencias de Argentina, Uruguay y México. 
7. Luego que se desarrollaran procesos participativos con algunos miembros de la sociedad 
civil, el documento de política pública construido a lo largo del 2015, fue presentado como 
proyecto de ordenanza a la asamblea. Según Hernández (2016) los diputados no hicieron 
mayores cambios al proyecto de ordenanza, y en octubre del 2015, fue aprobado por consenso 
con la ordenanza 280, es decir, que ningún diputado se opuso y este fue votado a 
afirmativamente convirtiéndose en ordenanza. Cabe resaltar según Villamil (2016) que desde que 
se radicó el proyecto de ordenanza en la asamblea, los funcionarios encargados del documento 
de política pública socializaron el proyecto con los diputados antes de que este fuera debatido. 
Durante todo el proceso de formulación de la política departamental, el secretario de desarrollo 
social solo participó en los espacios que se creía conveniente como actor interviniente, de esta 
manera solo estuvo presente en los debates e intervenciones que se tuvieron que realizar en la 
asamblea.  
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8. Con respecto a la racionalidad de los actores, se evidenció que los diputados entrevistados 
coincidieron en expresar su interés por el cuidado y protección de los niños y adolescentes de 
Cundinamarca, por lo cual, apoyaron la formulación de la política. Además, con la aprobación de 
la política en la asamblea, los diputados pudieron evidenciar su labor a sus electores. Siendo la 
política pública de Primera Infancia, Infancia y Adolescencia un tema de interés general para la 
población de Cundinamarca.  Por otro lado, la racionalidad aplicada al equipo técnico de 
formulación se identificó que este respondió a valores y creencias institucionales que se han 
desarrollado en la administración pública, como, por ejemplo, que los funcionarios públicos 
desde sus funciones deben resolver las necesidades de los ciudadanos.  Asimismo, los 
funcionarios entrevistados acudieron a los valores de responsabilidad, respeto, integridad y 
eficiencia para definir su labor en todo el proceso formulación.  La racionalidad identificada en 
los actores, fungió como un proceso de decisión desarrollado no solo por actores políticos, sino 
técnicos que a través de una relación institucional se logró un consenso para el diseño y 
aprobación de la política, arronjado como resultado la formulación de la política pública a través 
de un mecanismo institucional como lo es la ordenanza.   
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Capítulo 3 
Configuración institucional en el proceso de formulación de la política de Primera 
Infancia, Infancia y Adolescencia en el departamento de Cundinamarca 
Este capítulo tiene por objetivo evidenciar la manera en que la configuración institucional que 
guía la formulación de la política del caso de estudio opera bajo lógicas “top-down”, que hace 
que la gobernación sea la encargada de formularla y la asamblea departamental de adoptarla 
normativamente. En este sentido, se analizará en primera instancia, desde los insumos 
recolectados con las fuentes secundarias y con el trabajo de campo desarrollado, la manera en 
que hay lineamientos en el orden internacional y nacional que jalonan la operacionalización de la 
política en el nivel intermedio; es decir, se vislumbrará el modo en que, en una aproximación 
jerárquica, los intereses establecidos en el orden mundial, guían los que se establecen en el orden 
nacional, y con esto, en el orden departamental. Esto con el fin de evidenciar las lógicas sobre la 
que se operacionalizó la formulación de la política. 
Luego se hará énfasis en los principales hallazgos identificados en el análisis realizado, 
producto de esta investigación, con respecto a la manera en que, en el departamento de 
Cundinamarca, se formuló la política del caso de estudio, desde lógicas centro-local o top-down. 
 
3.1 Agenda, decisiones e instituciones de la política nacional a la departamental 
3.1.1 Aproximación a los factores influyentes de la política internacional a la política 
nacional  
Las apuestas normativas a nivel nacional que se desarrollan en el marco de los lineamientos 
de las políticas de Primera Infancia, Infancia y Adolescencia, emergen como respuestas a las 
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disposiciones internacionales que se han formulado en torno al tema. En una de las entrevistas 
realizadas en el trabajo de campo, Martínez S. (2018) asesora del despacho del Secretario de 
Desarrollo Social, evidenció la manera en que existía una cadena de intervención y disposición 
desde organizaciones mundiales que priorizaron este tema de interés, referenciando así: 
 
“Desde el 2008 el gobierno departamental de turno, organizó foros y eventos entorno a 
poner en escena pública las problemáticas de la niñez y su importancia en la sociedad, en 
estos escenarios se citaban los documentos de Unicef, y se socializaban las políticas 
internacionales sobre la niñez, un tema puesto en la agenda nacional en el 2006 con la 
promulgación del código de infancia y adolescencia, el cual recogía en gran parte las 
directrices internacionales ratificadas por Colombia” (Entrevista a Martínez S, octubre de 
2018).  
 
Según la entrevista realizada a Ramírez en julio de 2017, y en la lógica de lo expresado 
anteriormente, en el seno del Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia-UNICEF-, se 
dispusieron directrices y recomendaciones para la formulación de políticas para la niñez en los 
Estados miembros de la ONU; fue en esta lógica y amparado el Estado colombiano por los 
derechos constitucionales hacia los niños que en el 2006 se promulga la ley 1098 (Código de la 
Infancia y la Adolescencia), la cual, define la formulación de las políticas públicas de infancia y 
adolescencia en cada uno de los nivel de gobierno. De esta forma, se evidencia la existencia de 
un agendamiento internacional de la política de Infancia y Adolescencia, el cual, fue tomado en 
cuenta por el gobernó nacional para direccionar en el resto de nivel gubernamentales la 
formulación de esta política pública.  
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En este sentido, en el proceso de consulta de fuentes bibliográficas, también se identificó la 
existencia de disposiciones internacionales que invitaban u obligaban a los Estados a hacer 
partícipes de los lineamientos en torno al tema.  La primera disposición referenciada es La 
Convención de los derechos de los niños proclamada el 20 de noviembre de 1989, en la que, la 
Asamblea General de Naciones Unidas, invita a los estados parte de la Organización, a tomar 
todas las medidas apropiadas para “administrativas, legislativas y otra índole para dar efectividad 
a los derechos reconocidos por la misma Convención” (Artículo 4 de la Convención). 
A la par, también se identificó la Agenda de Desarrollo Sostenible 2030
23
, adoptada en 2015 
por 193 países en el seno de la Asamblea General de Naciones Unidas. La agenda 2030 está 
compuesta por 17 Objetivos de Desarrollo Sostenible –ODS- y 169 metas, de las cuales, según 
UNICEF 48 son muy relevantes para la niñez y 47 son algo relevantes, lo que constituye un 
marco internacional vinculante para promover y proteger los derechos de la infancia y 
adolescencia. De esta manera, se estable un posible marco vertical para la formulación de 
políticas públicas de infancia y adolescencia en cada uno de los Estados miembros de la ONU 
incluido Colombia.  
Así mismo, en el seno de la Organización de Estado Americanos-OEA- de la cual Colombia 
es miembro fundador, se incluyó en 1949, el Instituto interamericano del niño, la niña y 
adolescente-IIN-, este es funge como un organismo especializado de la OEA en materia de niñez 
y adolescencia. Según la OEA (2017), este organismo tiene como función principal la asistencia 
técnica a los Estados miembros en el desarrollo de políticas públicas, contribuyendo 
especialmente a su diseño e implementación en la promoción, protección y respeto a los 
                                                 
23
 Según la ONU, la Agenda 2030 es un plan de acción para las personas, el planeta y la prosperidad. Dando 
continuidad y de manera análoga al marco global de desarrollo que constituían los Objetivos de Desarrollo del 
Milenio (ODM), la Agenda 2030 busca definir metas universales en materia de desarrollo para todos los países, para 
los próximos 15 años. De ahí su nombre: Agenda 2030. 
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derechos de niños, niñas y adolescentes. lo que convierte a sus recomendaciones y directrices 
como eferentes técnicos a nivel regional en materia de niñez y adolescencia.  
Por otra parte, en 1996 Colombia suscribe el tercer Convenio de La Haya relativo a la 
Protección del Niño y a la Cooperación en Materia de Adopción Internacional, el cual tiene 
como finalidad cubrir varias medidas civiles de protección concerniente a los menores. 
Asimismo, en 1999 mediante la ley 515, se suscribe el convenio 138 de la organización 
Internacional del Trabajo -OIT-, el cual, exige a los estados diseñar y aplicar una política 
nacional que asegure la abolición efectiva del trabajo infantil, y fija las edades mínimas de 
admisión al empleo. 
De esta forma, desde el diseño institucional colombiano, el cual recae en un Estado unitario y 
conformado por tres niveles de gobierno, en el que el nivel nacional desarrolla todas sus políticas 
en una lógica top-down, se despliega un modelo sectorial de la política pública. Es así como, no 
solo se identifica una lógica vertical de gobierno en Colombia entre el nivel nacional y el 
intermedio en el que hacer de las políticas públicas, sino también el nacional se subordina a otro 
nivel, el internacional, como se puede evidenciar en la ley 1008 de 23 de enero de 2006 (Código 
del menor), en la que se regula y establece que, en materia de niñez, adolescencia y de familia, se 
deben tener en cuenta y son vinculantes en el ámbito jurídico y político los tratados, 
convenciones y convenios suscritos por Colombia. 
Así es como, la racionalidad del gobierno colombiano, estuvo guiada por intereses de 
reconcomiendo internacional en la promoción y protección de los derechos humanos, y el 
fortalecimiento institucional,  por lo cual, durante la ejecución de los planes de desarrollo 
nacional 2010-2014 y 2014- 2018,  se desarrolló una política exterior
24
 enmarcada en el 
                                                 
24
 Durante el plan de desarrollo nacional 2014-2018, la política exterior de Colombia se enfocó en la consolidación y 
fortalecimiento de instituciones y políticas que, a su vez, respondan al ritmo de los cambios que se perfilan en el 
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desarrollo nacional  de las políticas internacionales ratificadas por Colombia en los escenarios 
multilaterales, como lo fue en la ONU y OEA; cabe resaltar que, para el caso de niñez y 
adolescencia, Colombia ya venía adelantado cumplimiento a las políticas internacionales a través 
de mecanismos como el código de infancia y adolescencia expedido en el 2006.  Sin embargo, 
durante los periodos de Plan de Desarrollo Nacional mencionados, hubo una mayor promoción y 
cooperación del nivel nacional para con los demás niveles de gobierno en la aplicación de 
políticas sobre la niñez y adolescencia.  Siendo la racionalidad del gobierno nacional la 
institución indicada para incidir en el agendamiento y diseño de las políticas de niñez y 
adolescencia al nivel intermedio y local.  
 
 3.1.2 Factores influyentes de la política nacional a la agenda departamental. 
Los resultados de las entrevistas realizadas evidencian una percepción generalizada sobre la 
manera en que la formulación de la Política de Primera Infancia, Infancia y Adolescencia 
“Cundinamarca al tamaño de los niños, niñas y adolescentes”, responde a unos lineamientos 
establecidos desde el Gobierno Nacional para el cumplimiento de lo dispuesto a nivel 
internacional, de entidades como PNUD, UNICEF, ONU, tal como se mencionó en párrafos 
anteriores.  Aguirre (2016), Directora de Estudios Económicos y Políticas Públicas del 
departamento de Cundinamarca al respecto mencionó lo siguiente:  
                                                                                                                                                             
sistema internacional. Para ello, el Gobierno ha hecho especial énfasis en lograr crecimiento y competitividad, 
igualdad de oportunidades y consolidación de la paz, que conlleven a una mayor integración regional y 
diversificación de las relaciones y de la agenda. Igualmente, se buscó destacar temas en los que Colombia ha 
desarrollado capacidades y potenciales. El Estado continuará posicionando los logros alcanzados como referente 
internacional en la lucha contra el problema mundial de las drogas, el terrorismo, el fortalecimiento institucional y el 
compromiso con la defensa y promoción de los derechos humanos (Ministerio de relaciones Exteriores). 
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 “A pesar de la autonomía territorial que gozan los departamentos, al momento de 
 formular una política pública, se debe tener en cuenta las disposiciones nacionales e 
 internacionales”. (Entrevista a Aguirre, noviembre del 2016) 
 
En este sentido, el primer amparo en el orden nacional a la política del caso de estudio (según 
es señalado en los antecedentes de la misma política), es la Ley 1098 de 2006 - Código de la 
Infancia y la Adolescencia; esta, según su artículo primero, tiene como “finalidad garantizar a los 
niños, a las niñas y a los adolescentes su pleno y armonioso desarrollo para que crezcan en el 
seno de la familia y de la comunidad, en un ambiente de felicidad, amor y comprensión. 
Asegurando así que prevalezca el reconocimiento a la igualdad y la dignidad humana, sin 
discriminación alguna”; esta institución formal disponía las consideraciones requeridas para la 
protección integral de la primera infancia, infancia y adolescencia.  
Así mismo, producto de las disposiciones que emergieron a nivel internacional, en Colombia, 
fueron varios los instrumentos de tipo normativo que pretendían dar cumplimiento a las 
disposiciones mencionadas. Se identificó la ley 1753 de 2015, por la cual se adoptó el Plan 
Nacional de Desarrollo 2014-2018 "Todos por un nuevo país". Tal vez este sea el principal 
ejemplo de la verticalidad del diseño institucional colombiano, pues el Gobierno Nacional 
mediante el artículo 82 de esta ley profería dar cumplimento a los ODS; para el caso, tenía por 
objeto cumplir las metas de niñez y adolescencia a través de la implementación de la política de 
Primera Infancia y el desarrollo de una política nacional para la infancia y la adolescencia. Es de 
saber que esta ley es vinculante para todo el territorio nacional, es decir, que los entes 
territoriales como el departamento debían armonizarla en sus planes de desarrollo.  
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Por otro lado, a través del Conpes
25
 3673 de 2010, el gobierno nacional buscó dar 
cumplimento: a) convenios de Ginebra relativo a la protección de las víctimas de los conflictos 
armados sin carácter internacional; b) Convención sobre de los Derechos 
del Niño y su Protocolo Facultativo Relativo a la Participación de Niños en los Conflictos 
Armados; y c) Convenios Nº 138 y 182 de la OIT. De esta manera, según el Departamento 
Nacional de Planeación-DNP- el nivel nacional propendía la articulación de planes de acción de 
entidades nacionales, de investigación judicial y de control para mitigar las causas y factores de 
riesgo identificados que facilitaban el reclutamiento y utilización de niños, niñas y adolescentes, 
logrando que esta población permanezca en sus entornos familiares, comunitarios y en entornos 
realmente protectores y garantes de sus derechos. 
Ahora bien, el gobierno nacional por medio de la ley 1295 de 2009 “Por la cual se reglamenta 
la atención integral de los niños y las niñas de la primera infancia de los sectores clasificados 
como 1, 2 y 3 del SISBEN", establece directrices al nivel intermedio y local para que desarrollen 
estrategias que permitan garantizar el cumplimento de los derechos de los niños, tal como se 
menciona en el artículo 6 de la ley:  
Responsabilidad General de los Entes Territoriales. Los gobiernos departamentales, 
municipales y distritales garantizarán el desarrollo de planes de atención integral a la 
primera infancia, basados en diagnósticos locales, sobre los retos y oportunidades que 
enfrenta esta población, para el disfrute efectivo de sus derechos. Deberá promoverse la 
coordinación entre las dependencias encargadas de su desarrollo, así como entre los 
actores del nivel territorial y el nivel nacional, en el marco de la propuesta de atención 
                                                 
25
 Según el DNP, el Consejo Nacional de Política Económica y Social -CONPES-fue creado por la Ley 19 de 1958. 
Ésta es la máxima autoridad nacional de planeación y se desempeña como organismo asesor del Gobierno en todos 
los aspectos relacionados con el desarrollo económico y social del país. Para lograrlo, coordina y orienta a los 
organismos encargados de la dirección económica y social en el Gobierno, a través del estudio y aprobación de 
documentos sobre el desarrollo de políticas generales que son presentados en sesión 
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integral de la mujer en embarazo y de los niños de la primera infancia (artículo 6 de la 
Ley 1295 de 2009). 
 
Lo anterior, evidencia la disposición de “reglas de juego” que guiaban la política desde el 
nivel nacional al intermedio y al local; revisando la Ley 1295, cuando esta era proyecto, se 
identificó que la mayoría de los argumentos para su creación a parte de los constitucionales, se 
basaron en el cumplimento de las normas internacionales, especialmente en los Objetivos del 
Desarrollo del Milenio-ODM-
26
; situación que evidencia la existencia de un modelo vertical 
dirigido a la formulación de políticas, planes y programas sectoriales. 
La racionalidad entonces en el nivel intermedio, fue desarrollada en medio de los intereses y 
valores de los actores intervinientes en proceso de formulación de la política pública de Primera 
Infancia, Infancia y Adolescencia, los cuales ya se expusieron en párrafos anteriores. 
Principalmente, como se identificó en las entrevistas, la racionalidad fungió en un proceso de 
decisión entre actores políticos y técnicos que lograron un conceso de adaptación de las 
disposiciones nacionales a las departamentales.  Lo que guío el proceso de agendamiento 
especifico en el PDD “Cundinamarca Calidad de vida”, y posteriormente la formulación de la 
política con la expedición de la ordenanza 280 de 2015, la cual, en el artículo 3 indica que los 
principios en los cuales se basó la política pública de infancia y adolescencia, corresponden a la 
convención de la niñez de la ONU y la ley 1098 del 2006 “Código de infancia y adolescencia”.  
 
Esto evidencia, una vez más, que la racionalidad en gobierno departamental estuvo 
encaminada a cumplir con las disposiciones del nivel nacional, limitando así el principio 
                                                 
26
Según la ONU,  Los Objetivos de Desarrollo del Milenio, también conocidos como Objetivos del Milenio (ODM), 
fueron ocho propósitos de desarrollo humano fijados en el año 2000, que los 189 países miembros de las Naciones 
Unidas acordaron conseguir para el año 2015. 
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constitucional de autonomía territorial, pues la formulación de esta política responde más a una 
necesidad nacional que a las necesidades reales del departamento.  
 
3.2 Análisis de los componentes de la política pública de Primera Infancia, Infancia y 
Adolescencia en Plan de Desarrollo Departamental 2016-2019. 
Con el cambio de administración departamental del 2015 al 2016, como ya se ha venido 
planteando, se crea el plan de desarrollo departamental 2016-2019 -PDD- “Unidos podemos 
más”, el cual incorpora varios componentes para la protección y garantía de los derechos de la 
niñez y adolescencia. Estos componentes son contemplados en el PDD como metas
27
.  
La totalidad de las metas establecidas en el PDD para la vigencia 2016-2019 fueron 525, de 
las cuales, según la secretaria de planeación departamental, 267 metas fueron creadas con 
productos que permiten dar cumplimiento a las políticas nacionales y lineamientos 
internacionales en materia de niñez y adolescencia, tal como lo establece la funcionaria de 
planeación Briceño (2018) en la entrevista efectuada:  
“La política pública de primera infancia y infancia y adolescencia aprobada por la 
ordenanza 280 de 2015, carece de un plan de acción, lo cual impide que exista una 
ejecución directa de la política. Sin embargo, el PDD 2016-2019 tiene 267 metas con 
productos que contienen lineamientos de acción de la política” (Entrevista a Briceño, 
junio de 2018). 
  Luego de revisar la ordenanza 280 de 2015 y las entrevistas realizadas como trabajo de campo a 
los funcionarios de la Secretaria de Planeación, se evidenció que efectivamente la política 
pública de Primera  Infancia,  Infancia y Adolescencia carece de un plan estratégico o de acción 
que permita su ejecución y por tanto, dificulta su posterior evaluación; esto evidencia que, a 
                                                 
27
 Según el DNP, la meta es la manera de cuantificar el producto, lo que se espera alcanzar en un periodo de tiempo 
a través de la ejecución y/o cumplimiento de actividades.  
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pesar que exista una ordenanza con la probación de la política pública, no deja de ser un 
documento de política pública.  
      Según la entrevista con Briseño efectuada en el trabajo de campo de esta investigación, la 
política pública de Primera Infancia, Infancia y Adolescencia contiene 13 componentes y 65 
líneas de acción, de las cuales 58 son desarrolladas de manera directa e indirecta en las 267 
metas del PDD destinadas a la niñez y adolescencia. Es decir, que a pesar de que no exista un 
plan de acción de la política, si existen acciones que desarrollan la política en el territorio, 
contenidas en alguna meta del PDD. Por ejemplo: un componente de la política es “lograr un 
buen comienzo de la vida de todo niño y niña desde la gestación hasta los 5 años en el entorno 
hogar”, y una de las líneas de acción del componente es “la Seguridad Alimentaria y la buena 
Nutrición desde el hogar, con la contribución coordinada de servicios de salud, cuidadores, 
líderes y asociaciones comunitarias y medios de comunicación”;   una de las metas del PDD que 
desarrolla este componente es la meta 246 “implementar en 75 instituciones educativas públicas 
acciones de promoción de la enfermedad de acuerdo a los componentes establecidos en la 
estrategia de entorno saludables escolares en coordinación con la secretaria de educación”. 
 
     Lo anterior indica que el PDD contiene líneas de acción que logran desarrollar componentes 
establecidos en la política pública, permitiendo la ejecución informal de la política. En este 
sentido, en las entrevistas realizadas a Aguirre (2016), Ramírez (2017) y  Briceño (2018) se 
identificó que las 267 metas establecidas en el PDD en materia de niñez y adolescencia, 
estuvieron inspiradas principalmente en cumplimento y adecuación de las normas internacionales 
como: Declaración de los Derechos Humanos (1948) y Convención de Derechos del Niño 
(1989);  y de las normas nacionales: artículo 44 de la Constitución,  ley 12 de 1991, ley 1098 de 
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2006: Código de Infancia y Adolescencia, ley 1804 de 2016: De Cero a Siempre, ley 1145 de 
2007: derechos de los niños, niñas y adolescentes en condición de discapacidad, ley 1448 de 
2011 “víctimas y restitución de tierras” y el Plan Nacional para la Niñez y Adolescencia en 
Colombia.  
    Además, los entrevistados reconocieron que fue baja la incidencia de la Política Pública 
Departamental de Primera Infancia, Infancia y Adolescencia en el PDD, pues al no tener en ese 
momento un plan de estratégico que especificara líneas de acción, era muy difícil importar metas 
directas en el PDD; por tal razón, se utilizaron algunos componentes de la política para impactar 
en las metas.  
    Hasta este momento, se evidenció que no es suficiente la aprobación del documento de 
política pública por parte de la asamblea departamental a través de un mecanismo institucional 
formal como lo es la ordenanza, para que exista realmente política pública en el departamento, 
pues como se ha demostrado a lo largo de este trabajo, la ordenanza 280 de 2015, se constituye 
como documento de política que respondía al cumplimiento de una meta, sin posibilidad de 
ejecución en el territorio departamental. En este sentido, en materia de niñez y adolescencia, el 
departamento de Cundinamarca cuenta con documento de política pública formal, el cual no 
directriza ni guía la acción pública en departamento; lo que realmente tiene son líneas de acción 
enfocadas al cumplimiento de las normas internacionales y nacionales a través de metas 
establecidas en el PDD.   
  Por lo anterior, se contempla la existencia de un diseño institucional entre el nivel nacional y 
departamental que se desarrolla en una lógica top-down para la formulación de políticas públicas 
en el departamento de Cundinamarca. Sin embargo, la ejecución de la política esta influencia 
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directamente al cumplimiento de las políticas nacionales, lo cual no es tema de esta 
investigación.  
3.3 Formulación de la política en el departamento de Cundinamarca. 
A lo largo de este capítulo se ha evidenciado la manera en que la configuración institucional 
en el proceso de formulación de las políticas que refieren a la protección de la primera infancia, 
infancia y adolescencia, permite que lo diseñado en el nivel nacional, sea producto de las 
prioridades en la agenda política que se establecen a nivel internacional. 
 En este sentido, siguiendo con el análisis, en los siguientes párrafos se tejerá la manera en 
que el mismo proceso de formulación en el nivel departamental, responde a la lógica ya 
mencionada, estableciéndose un dialogo entre el nivel internacional y nacional, y luego, entre el 
nivel nacional y departamental; siendo por supuesto, escalonado, de arriba abajo, el 
establecimiento de las prioridades temáticas en la agenda política.   
 
3.3.1 Configuración institucional en el proceso de formulación de la política en 
Cundinamarca. 
En el departamento de Cundinamarca el proceso de establecimiento del tema de interés en la 
agenda política se caracterizó por los siguientes elementos:  
1) Presión política, ya que para el 2010, según entrevista a Tamayo, efectuada en noviembre 
de 2016, Cundinamarca era de los pocos departamentos en donde aún no se contaba con una 
política pública de Primera Infancia, Infancia y Adolescencia;  
2) Voluntad política, ya que, según Hernández (2016), con la llegada de un nuevo gobernador 
en el 2012, se agenda en su plan de desarrollo como meta, la formulación de la política;  
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3) Cumplimiento de normas, ya que el agendamiento de la política estuvo motivado, según 
Ramírez (2017), por el sin número de normas formales del nivel nacional que indicaban al 
departamento la formación de una política que diera directriz al tema de primera infancia, 
infancia y adolescencia;  
4) Acuerdo entre actores, ya que, con la aprobación del plan de desarrollo departamental en el 
2012 por parte de la asamblea, tal como afirma Morales en la entrevista realizada en diciembre 
2016, se consolida el agendamiento de la política pues esta queda determinada como meta del 
plan, lo cual no hubiera sido posible si no hubiera habido un acuerdo entre los diputados y 
gobernador. 
En el año 2015 se había consolidado un grupo técnico de funcionarios, contratistas, 
funcionarios de entidades nacionales, miembros de la ONG “Save the Children” y el experto 
internacional Ennio Cufino con el objetivo de crear el documento técnico final de la política 
pública, recopilando los insumos y experiencias realizadas en los gobiernos departamentales 
anteriores. El documento sería presentado a la asamblea como proyecto de ordenanza.   
En mayo de 2015 se inició una carrera contra reloj para enviar a aprobación el documento de 
política pública a la asamblea, pues como lo dice Abello en la entrevista realizada en agosto de 
2017, “iniciaba el último período de secciones ordinarias de la asamblea y solo faltaban seis (6) 
meses para terminar el periodo de gobierno”. Adicional a esto, por ese momento la gobernación 
atravesaba por una crisis institucional, pues el gobernador de entonces había sido detenido, y esto 
obligó al gobierno nacional a designar un nuevo gobernador para que terminara el período de 
gobierno.  
Así es que el equipo técnico de formulación presentó a la asamblea el documento de política 
pública, el cual fue recibió como proyecto de ordenanza; según Abello (2017), el nuevo 
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gobernador no interfirió en el proceso de formulación, es decir simplemente se limitó a avalar el 
documento en su paso a la asamblea.  
En este punto, se entiende que ya había un acuerdo previo entre el gobierno departamental y 
la asamblea, algo común en el diseño institucional departamental, pues como lo plantea 
Hernández en la entrevista realiza en octubre de 2016 “los diputados debían estar en una 
constante relación armoniosa con la gobernación, pues de pende de ello, que existan políticas 
públicas, los diputados estamos en contacto continuo con el gobernador”, la anterior afirmación 
hace denotar que los acuerdos entre gobernación y asamblea son constantes y se hacen a través 
de reglas informales, tales como reuniones privadas, acuerdos políticos, entre otras; las cuales 
determinan la efectiva aprobación de los proyectos de ordenanza que presenta el gobernador a 
través de algunos de sus canales instituciones, que para el caso fue la secretaria de Desarrollo 
Social. 
Cuando la Secretaría de Desarrollo Social presentó el proyecto de ordenanza tuvo el trámite 
normal; según Hernández (2016), fueron pocos los diputados que intervinieron directamente en 
los debates de la política, debido a que ya se tenía conocimiento previo del documento y por 
ende ya se tenía defina la posición y el voto afirmativo correspondiente. En plenaria, el 
Secretario de Desarrollo Social tuvo que exponer la política pública ante todos los diputados, lo 
que, afirma Tamayo (2016), fue meramente una formalidad pues ya se tenía definida la votación.  
Lo anterior, ciertamente evidencia que existe una relación armoniosa ente el gobernador y los 
diputados, la cual se puede dar a través de las reglas formales e informales existentes en el diseño 
institucional departamental.  
La institución informal más común en esta relación, según la entrevista efectuada a Morales 
en diciembre de 2016, son las reuniones individuales entre el diputado y gobernador por fuera de 
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los canales formales, en donde se trazan acuerdos de este tipo. Por otra parte, la gobernación 
orientó la sustentación del proyecto de ordenanza ante la asamblea, por un camino de 
cumplimiento institucional, pues la asamblea ya había sido partícipe del agentamiento de la 
política y ahora debía contribuir con la formulación de la misma. Asimismo, en la plenaria no 
solo pudo intervenir el secretario de desarrollo social, sino que además el líder del equipo 
formular; en este espacio, según los resultados de las entrevistas aplicadas, se expuso la 
importancia de la política en cumplimento a las directrices internacionales y nacionales. Lo que 
supone el cumplimento de una relación vertical y la consolidación de políticas públicas 
sectoriales.  
Finalmente, después de las exposiciones de los representantes de la gobernación y los 
diputados intervinientes, se votó el proyecto de ordenanza, dando como resultado la aprobación 
unánime; es decir que todos los 16 diputados votaron a favor de la política pública. En el diseño 
institucional departamental, el proceso de formulación de la política pública culmina con la 
sanción de la ordenanza por parte del gobernador, que para este caso se efectuó el 9 de 
septiembre del 2015 por el gobernador encargado.   
 
3.3.2 Identificación de las instituciones formales e informales que caracterizaron el 
proceso de formulación de la política.  
El proceso de formulación de la política es producto de la disposición de regulaciones 
internacionales y nacionales que jalonan el proceso en el nivel departamental. El análisis de la 
configuración institucional en la que se dio el proceso, permitió evidenciar la manera en que se 
disponían herramientas, prácticas, normas u otros instrumentos de tipo formal o informal 
(instituciones), que enmarcaban y regulaban el proceso desde lo nacional a lo departamental. 
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A nivel formal, la primera institución fue la disposición de normatividad nacional que amparó 
el proceso, conformada por varias disposiciones mencionadas a lo largo de esta investigación. 
Estas logran definir las reglas políticas que se debían abordar desde el nivel nacional hacia el 
intermedio, regulando así interacción entre los actores del gobierno nacional y departamental, 
como bien lo planteo North (2005), las anteriores instituciones fueron contempladas como 
referentes por la gobernación para tomar decisiones; entre estas la de agentamiento de la política 
pública de Primera Infancia, Infancia y Adolescencia.  
La segunda institución identificada fueron las disposiciones legales en el marco de la política 
internacional que sirvió como referente, pues las directrices en las que Colombia, como Estado, 
presentó su deseo de desarrollarlas en materia de infancia y adolescencia, permitieron moldear 
los deseos de los actores intervinientes en el proceso de formulación través de convenciones 
sociales en el nivel nacional y local; en este sentido, y tal como establece North (2005) se 
evidencia la manera en que, a partir de las decisiones que tome un actor superior, los subalternos 
crearan a acuerdos que permitan relacionar el interés general con el particular.  
La tercera fueron las prácticas formales que dictaron las competencias de la asamblea y 
gobernación; lo dicho por North (2015) se expresa en que las instituciones formales se rigen por 
reglas legales, y este fue el caso para identificar de primera medida la relación constante e 
imprescindible entre la asamblea y la gobernación, pues existe un marco constitucional que 
define las funciones de cada uno, estableciendo un orden político en la convivencia institucional, 
permitiendo así el agendamiento y posterior  formulación de la política pública.  
  Finalmente, la cuarta fueron los canales institucionales que se utilizaron durante el proceso 
de formulación; esto hace referencia a los espacios tenidos en cuenta por los actores para 
desarrollar sus intereses y acuerdos. Por ejemplo, en la etapa de agendamiento, el gobernador 
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utilizó su plan de desarrollo para que se incluyera como meta la formulación de la política, lo que 
significó, con la aprobación de este por parte de la asamblea, el agendamiento formal de la 
política. 
A nivel informal, las instituciones principales, que intervinieron en el proceso de formulación 
de la política y que evidencian una relación top-down, fueron las siguientes:  
a) Prácticas de gestión de la política a través de redes y conexiones informales, expresadas 
particularmente en las reuniones individuales.  Este tipo de institución como ya se había 
mencionado en párrafos anteriores, es un instrumento utilizado constantemente por los actores, 
en materia de agendamiento tal como se identificó con los resultados del trabajo de campo 
realizado; este hace referencia a la oportunidad en la cual, de manera informal, se gestionan las 
políticas en espacios no convencionales dentro del ciclo de formulación de la política. En estos 
espacios, actores como los diputados, se comprometen a apoyar la iniciativa del gobernador, la 
cual está en varias ocasiones supeditada a los acuerdos programáticos. 
b) Acuerdo político entre los actores, en referencia a las disposiciones que se tengan como 
resultados de las reuniones privadas; hace referencia al proceso por el que, en el nivel intermedio 
son el gobernación y la asamblea, existe un instrumento que funge como institución informal 
utilizado de manera constante para la consolidación de iniciativas departamentales, estos son los 
acuerdos programáticos, que, como bien lo dice Tamayo en la entrevista realizada en noviembre 
de 2016, surgen de las reuniones personales entre el gobernador y el diputado, en donde 
básicamente es el sometimiento de la voluntad a través de un incentivo, lo que garantiza que el 
agendamiento y la formulación de la política se haga efectivo. 
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c) Asesoría técnica del nivel nacional al intermedio, en el sentido de que es a solicitud de los 
hacedores de la política y se hace de manera informal por fuera de los canales institucionales. 
Esta institución permite consolidar el proceso de formulación de la política, pues luego de agotar 
todas las herramientas al alcance departamental, el equipo técnico de política se dirige aunar 
esfuerzos con el nivel nacional, como lo plantea Abello en la entrevista efectuada en agosto de 
2017, esta relación entre ambos niveles se convierte en un convenio, el cual puede a llegar a ser 
un constante en todo el proceso de formación de la política pública. 
d) Voluntad política del gobernador, diputados y funcionarios encargados de la formulación 
de la política. La cual recae principalmente en los diputados y el gobernador, esta sirve para 
definir la forma en la cual se va a agendar la política y garantiza que su formulación sea 
aprobada puede llegar a convertirse en un código de conducta para los actores, pues como lo 
plantea Aguirre (2016) para garantizar la existencia de la política pública debe existe voluntad 
política, porque permite el agendamiento y posterior formulación de la política.  
e) Reconocimiento de las acciones políticas en el ámbito público, es la última institución 
informal que se identificó, siendo una actuación a menudo en los diputados, pues por no poseer 
recursos de ejecución en su labor, estos sienten que esta se opaca por la del gobernador. Por esta 
razón, según las entrevistas aplicadas, buscan la manera para afianzar a sus electores es a través 
de exaltar de manera majestuosa su labor. Para el caso de la formulación de la política, en la 
entrevista realizada a Hernández en octubre de 2017, manifestó ser la abanderada la protección 
de derechos de la infancia y la adolescencia en el departamento, a lo cual expreso en varias 
ocasiones, ser el artífice de la formulación de la política pública, cuando en realidad fue todo un 
proceso participativo de todos los actores. Esto evidencia el interés de exaltar labor (o 
protagonismo político) por parte de los diputados. 
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Conclusiones 
El caso de estudio propuesto por esta investigación evidencia la manera en que el proceso de 
formulación de la política pública se desarrolló en un marco institucional específico en el que la 
toma de decisión operó bajo una lógica top-down. Tal como se evidenció en los resultados, desde 
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el nivel internacional se dictaron disposiciones que los Estados participes de diferentes 
organizaciones debían adoptar en sus niveles nacionales. Para el caso de Colombia, a través de 
las disposiciones legales y en el marco normativo mencionado en la investigación, se 
desplegaron las condiciones formales e institucionales para que, en el nivel intermedio, se 
operacionalizara lo contemplado para la protección de la primera infancia, infancia y 
adolescencia. 
La configuración institucional identificada en el trabajo de campo realizado en esta 
investigación, así como a través de la revisión de fuentes secundarias de información, se 
caracterizó, en general, por los siguientes elementos: i) a nivel formal, se identificaron más de 
quince (15) disposiciones legales desplegadas a partir de 1991 hasta el 2014, periodo que 
coincide con la fecha en que se dictaron las disposiciones en el nivel internacional; ii) a nivel 
informal, se identificaron prácticas asociadas con conductas y costumbres hechas por los actores 
intervinientes en la fase de formulación y desarrolladas en esta investigación. 
Lo anterior, y tal como se evidenció, configuró una lógica top-down, en la que se formuló la 
política, implicando que desde las disposiciones del centro – gobierno nacional- se desplegaran 
las condiciones e intereses en el nivel intermedio que persiguieron el proceso de formulación de 
la política. Esto debido a que el nivel intermedio conformado por el la gobernación y la 
asamblea, fue influenciado de manera formal a través de la promulgación de normas por parte 
del nivel nacional, las cuales en sus motivaciones y contenidos ordenaban y dictaban directrices 
de política pública sobre la niñez a los niveles inferiores de gobierno; lo cual, a su vez, estuvo a 
su vez inspirado por las directrices internacionales en materia de niñez.  Esto indicó la manera en 
que desde el nivel nacional se recoge y adopta una postura que luego la cristaliza en las normas 
de carácter nacional para dirigirlas en los demás niveles locales.   
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En segundo lugar, se evidenció que la autonomía territorial en el nivel intermedio es limitada 
tratándose de la formulación de políticas públicas. Tal y cómo se logró demostrar en la 
formulación de la política departamental de Primera Infancia, Infancia y Adolescencia, el nivel 
intermedio respondió a una organización jerárquica institucional, donde el nivel nacional pone en 
la agenda la problemática y dicta directrices de formulación a los demás niveles a través de 
normas de carácter nacional, las cuales son vinculantes y deben cumplirse. De esta manera, fue 
que en el 2006 se promulgó el Código de Infancia y Adolescencia, el cual recogía la directriz 
internacional sobre bienestar y cuidado de la niñez. A partir de este, los entes territoriales fueron 
persuadidos para formular políticas sobre la niñez, que, para el caso de Cundinamarca, generó 
que en el año 2010 se consolidara un grupo orientador de lineamientos sobre la niñez. Asimismo, 
con la creación del Plan de Desarrollo Nacional 2010-2014 y el Conpes 091 de ratifica el interés 
nacional para el nivel intermedio formule una política departamental. 
En tercer lugar,  el proceso de formulación de la Política Pública de Primera Infancia, Infancia 
y Adolescencia en Cundinamarca (este es un elemento que parece característico en la 
formulación de políticas en general) estuvo guiado por la racionalidad de los actores, es decir 
como lo plantea Parson (1995) los medios y fines empleados por los actores intervienes para la 
toma de decisión, estuvieron constreñidos y limitados por intereses, valores y creencias, las 
cuales se identificaron y explicaron en la investigación en el marco de las instituciones 
informales que configuraron el proceso de formulación de la política.  
Así mismo, siguiendo a Birkland (2005), en el diseño institucional colombiano existe un 
único gobierno central que estructura la implementación de las políticas públicas, lo cual, se 
evidenció durante todo el análisis de la política pública departamental puesto que se identificó 
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una lógica vertical de las políticas, guiada por la intervención del gobierno nacional a través, 
principalmente, de las instituciones formales.  
En cuarto lugar, durante todo el análisis de la de la política pública departamental de Primera 
Infancia, Infancia y Adolescencia que corresponde al nivel intermedio, se identificó la existencia 
de una configuración institucional guiada por una lógica top-down, la cual, determinó un proceso 
de agendamiento y formulación en los actores de la gobernación y asemejó su rol al diseño de la 
política pública, diferente al papel de la Asamblea, el cual fue identificado como instrumento de 
ratificación y adopción de la política como etapa final del proceso de formulación.  
Ahora bien, a modo de reflexión, es importante sugerir que se identificó que, aunque en el 
proceso de formulación y diseño de la política, se operacionalizaron las lógicas y etapas previstas 
en el ciclo de política pública, en las etapas posteriores de implementación y seguimiento, se 
identifican como insuficientes los documentos de la política pública, puesto que no son robustos 
los elementos que dictan disposiciones sobre su ejecución y seguimiento. Si bien existen metas 
en el PDD que pueden aportar indirectamente a la ejecución de las políticas públicas, no existen 
una línea que vincule y/o entregue lineamientos específicos a los municipios y entidades 
departamentales para la formación de las políticas públicas, a pesar de que exista una guían en el 
departamento, esta no es vinculante. Es decir, que estas carecen de una lógica territorial en la 
medida en que, según Jolly (2005), no tienen implicación directa en el territorio, entendiendo que 
existe un nivel intermedio y local donde no se desarrolla la descentralización; esto se evidencia 
en el caso de Cundinamarca en materia de niñez y adolescencia, pues, tal como se evidenció en 
esta investigación, el departamento cuenta con documento de política pública formal (ordenanza 
280 de 2015) , que no corresponde a una lógica territorial, sino sectorial, demostrado con la 
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existencia de líneas de acción enfocadas al cumplimiento de las normas internacionales y 
nacionales a través de metas comprendidas en el PDD.   
Se identificó también que por medio del diseño institucional (caracterizado por ser un Estado 
unitario, efectuar la administración pública en una lógica vertical, desarrollar políticas pública 
sectoriales y tener tres nivel de gobierno, entre otros factores), la única concepción que se 
contempla en el nivel intermedio y local de formación de política pública es a través de 
ordenanzas y/o acuerdos, desconociendo que las políticas públicas “son la acción del Estado 
orientada por el gobierno; que, de una manera coherente, integral, legitima, sistemática y 
sostenible, y según Cuervo (2010), busca responder a las demandas sociales y desarrollar los 
mandatos constitucionales y legales”. Esto implica que la formulación de las políticas públicas 
en los entes territoriales carezca del principio de la autonomía territorial, pues el diseño 
institucional del Estado colombiano se desarrolla en una lógica sectorial como se evidenció en el 
diseño de la política de Primera Infancia, Infancia y Adolescencia. Esta situación llama la 
atención puesto que dificulta en el nivel intermedio, la formulación de políticas territoriales.  
Es decir, que no solamente por crear un documento con legitimidad por el cuerpo colegiado 
de cada nivel, este resuelve un problema social y/o se convierte en política pública, es ir más allá, 
pues a pesar de que se crean documentos técnicos con una formulación adecuada como se 
evidenció con la política de Infancia y Adolescencia, se requiere de disposiciones robustas que 
orienten la decisión social  y dicten disposiciones para consolidar una estrategia y un plan 
programático que permita tener una ejecución integral y posterior evaluación de la misma 
política; aún no se cuentas con acciones concretas que generen impacto en el mejoramiento de 
los indicadores que miden el tema. 
  
91 
 
Se evidencia que las políticas públicas municipales como las departamentales cumplen una 
misma lógica de cumplimento en su formación, pues se establecen como metas en los planes de 
desarrollo y una vez adoptas por acuerdo municipal y ordenanza departamental, estas 
simplemente permanecen como documentos de política pública sin una ejecución específica, lo 
cual impide su evaluación. Esto se probó con el trabajo de campo en el que los entrevistados, 
afirmaron que la formulación de las políticas públicas correspondía principalmente al 
cumplimiento de alguna meta del plan de desarrollo, y que, además, para el caso de 
Cundinamarca, las políticas formuladas en periodo 2011-2015 no contaron con un plan de acción 
limitando su ejecución directa. Además, en ambos niveles se muestra la formación de políticas 
públicas como lo establece Muller (1997) de manera sectorial, es decir que no se tienen en 
cuenta el uno al otro, sino que directamente responden a lineamientos y reciben apoyo del nivel 
nacional.  
El análisis de la política pública de Primera Infancia, Infancia y Adolescencia  departamental y 
de las políticas públicas municipales, permite evidenciar que en materia de formación de 
políticas públicas la administración departamental  está en una etapa de aprendizaje institucional, 
en donde se evidencia que no solo basta con la aprobación de ordenanzas para crear políticas 
públicas, pues se requiere de un componente estratégico y territorial enfocado hacia problemas 
específicos de los municipios, y no limarse a generar documentos técnicos de política que 
reflejan el cumplimento de una meta en el plan de desarrollo.  
 
Vale la pena resaltar que con el cambio de administración departamental el 1 de enero de 2016, 
las deficiencias estructurales de la política pública de Primera Infancia, Infancia y Adolescencia 
departamental, como la falta de un plan de acción, fueron intervenidas en la formulación del plan 
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de desarrollo departamental 2016-2020 “Cundinamarca Unidos podemos más”, en el que 58 de 
las 65 líneas de acción de la política fueron vinculadas a las metas del plan de desarrollo para su 
ejecución.  Además, este PDD cuenta con 525 metas de las cuales 267 fueron destinadas a la 
niñez y adolescencia, lo que en noviembre del 2016 le significó a la gobernación de 
Cundinamarca el premio “Construyendo Sueños, Niños, niñas y adolescentes en los Planes de 
Desarrollo 2016-2019”.  
Por otra parte, debido a que la gran mayoría de metas del PDD en materia de primera infancia 
y adolescencia estaban en cabeza de Secretaria de Salud, el nuevo gobierno departamental le 
designó la ejecución de la política de primera infancia infancia y adolescencia a esta.  La cual ha 
promovido espacios de participación y vinculación de las entidades de orden nacional y 
departamental logrando una estrategia comunal vinculada a la ejecución de las 267 metas de 
niñez y adolescencia del PDD “Unidos podemos más”, las cuales corresponden a disposiciones 
del nivel nacional como se evidencio. De esta manera, según la federación de departamentos, 
Cundinamarca para el 2018 se convirtió en un departamento referente en la protección y 
promoción de los derechos de niñez y adolescencia.  
Adicionalmente, se logra determinar a través del análisis neo-institucional que la 
administración departamental de Cundinamarca por lo menos hasta finales del 2015 entiende por 
política pública, la creación de un documento normativo que contiene parámetros generales que 
cumplen con una directriz nacional y una meta del Plan de desarrollo, más que para solucionar 
problemas en el departamento; esto entonces, respondiendo a una lógica sectorial hacia el nivel 
nacional y desconociendo el componente territorial, aludiendo el cumplimiento de alguna meta 
del plan de desarrollo departamental, siendo legitimada y aprobado por la asamblea 
departamental a través de una ordenanza.  
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Anexos  
1. Formato entrevista semiestructurada  
FORMATO DE ENTREVISTA, TRABAJO DE CAMPO DE LA INVESTIGACIÓN POLÍTICAS Y 
CONFIGURACIONES INTITUCIONALES: EL CASO DE LA FORMULACIÓN DE POLÍTICAS 
EN EL NIVEL INTERMEDIO EN EL DEPARTAMENTO DE CUNDINAMARCA 
Estudio de caso: La Política Pública de Primera Infancia, Infancia Y Adolescencia “Cundinamarca al Tamaño de 
los Niños, Niñas y Adolescentes”. 
Objetivo: Caracterizar el proceso de formulación de la política pública en el nivel intermedio, a partir de los 
resultados obtenidos con los actores entrevistados en el trabajo de campo. 
Número de entrevista   
Fecha de Entrevista   
Duración de la entrevista  
Nombre de la persona entrevista   
Cargo de la persona entrevistada   
Preguntas conceptuales  
1.Desde su cargo, ¿Cuál fue su papel en la formulación de la política pública departamental  de  Primera Infancia, 
Infancia Y Adolescencia “Cundinamarca al Tamaño De Los Niños, Niñas Y Adolescentes”?. 
2.¿Por qué la política pública  departamental  de  Primera Infancia, Infancia Y Adolescencia “Cundinamarca al Tamaño De 
Los Niños, Niñas Y Adolescentes” fue tramita a través de una ordenanza? 
3. ¿Cómo fue puesta en la agenda pública la política  Primera Infancia, Infancia Y Adolescencia “Cundinamarca al Tamaño 
De Los Niños, Niñas Y Adolescentes”? 
4. En el proceso de formulación de la política con que entidades del orden nacional, usted tuvo contacto. 
5. ¿Con que entidades y/o funcionarios de la gobernación tuvo usted contacto durante el proceso de formulación de la 
política? 
6.  Desde su lugar como actor en la formulación de la política, hubo influencia del nivel nacional para la  creación de dicha 
política. 
7. cuál es su opinión frente a la siguiente afirmación: la autonomía territorial en materia de políticas públicas está limitada 
en el departamento de Cundinamarca por las disposiciones del nivel nacional.  
8. ¿Considera usted que existe descentralización en Colombia?  
9. Desde su cargo ha apoyado y/o intervenido en la formulación de la política pública municipal  de infancia  adolescencia 
en algún municipio. 
10. ¿Considera usted que en materia de PP existe autonomía territorial en Cundinamarca? 
11.¿Cómo define a las políticas públicas? 
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1.1 Categorización de las entrevistas realizadas   
# Datos entrevistado Hallazgos principales desde el análisis de las categorías 
conceptuales 
Nombre  Cargo  Fecha 
entrevista 
Descentralización  Autonomía 
territorial  
Formulación de 
política pública  
1 Diana Abello  Profesional 
Universitario, 
Secretaria de 
Desarrollo 
Económico y 
Social 
22 de 
agosto de 
2017 
En la práctica 
institucional resulta 
ser un convenio entre 
el departamento y la 
nación, pues pesar que 
se tenga autonomía 
financiera, siempre 
habrá la necesidad de 
acudir al nivel 
nacional por recursos 
y/o apoyo 
institucional.  
A simple vista no 
existe autonomía 
territorial en la 
formulación de 
políticas, pues 
siempre por alguna 
razón terminan 
interviniendo actores 
del nivel nacional en 
su formulación y/o 
ejecución.  
Etapa de la política 
donde convergen, los 
actores necesarios 
para la relación de un 
documento técnico el 
cual debe ser 
presentado para la 
aprobación de la 
Asamblea 
departamental.   
2 Johanna 
Aguirre 
Directora de 
Estudios 
Económicos y 
Políticas 
Públicas 
11 de 
septiembre 
de 2016 
Es esencial para el 
desarrollo 
administrativo del 
Estado Colombiano, 
es evidente que la 
prestación de 
servicios a cargo del 
estado mejoro 
notablemente a partir 
de su consolidación en 
la constitución de 
1991.    
Para el caso de la 
formulación de 
políticas públicas, la 
autonomía del nivel 
intermedio es 
limitada, pues las 
políticas deben 
responder a 
lineamientos del 
orden nacional.  
Las Políticas públicas 
son puestas en la 
agenda a través del 
plan de Desarrollo 
Departamental, el cual 
tiene una vigencia de 
cuatro años y se 
forman con la 
Identificación de 
situaciones problemas 
y emulando los 
lineamientos de las 
políticas públicas de 
orden nacional. 
3 Isabel Briceño Profesional 
Universitario, 
Secretaria de 
Planeación 
15 de 
junio de 
2018 
En Colombia se debe 
hablar de 
desconcentración del 
Estado y esto lo que 
permite que exista 
autonomía territorial 
en el departamento.  
Existe autonomía 
territorial y se 
evidencia en la 
aplicación de normas 
de carácter 
departamental como 
las ordenanzas.  
La política pública 
debe tener 
componentes y líneas 
de acción para poder 
garantizar su 
ejecución y posterior 
evaluación.  
4 German 
Ramírez 
Líder del 
equipo 
formulador de 
la Política 
Pública de 
Primera 
Infancia, 
Infancia y 
Adolescencia 
24 de julio 
de 2017 
La descentralización 
en Colombia 
corresponde a 
principios centralistas, 
en materia de 
producción de 
políticas, lo que existe 
es una 
desconcentración del 
poder.  
Colombia por ser un 
país unitario busca la 
articulación efectiva 
entre los 
departamentos y la 
nación, de ahí que se 
busque la 
articulación de las 
acciones y se limite 
la autonomía 
La formulación de la 
política se hace desde 
la lógica jerárquica, 
pues el departamento, 
acuerda la necesidad 
de formar una política 
por una determinación 
sectorial, es decir por 
decisiones que 
principalmente, 
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territorial   provienen del 
gobierno nacional 
5 Dora Martínez  Profesional 
Especializado, 
Secretaria de 
Salud 
26 de 
octubre de 
2018 
Corresponde a la 
manera que el Estado 
está organizado, 
precisamente a la 
existencia de 
departamentos y 
municipios, los cuales 
gozan de un gobierno 
departamental y local.   
El desarrollo de la 
autonomía territorial 
en el departamento 
debe guiarse por las 
disposiciones 
efectuadas en las 
políticas 
internacionales y en 
las nacionales, lo 
cual puede llegar 
hacer un limitante.  
La formulación de las 
políticas públicas 
departamentales no 
solamente debe 
responder a 
disposiciones 
nacionales, sino 
además a 
disposiciones 
internacionales. Lo 
que configura una 
convención 
institucional.  
6 Amparo 
Hernández  
Diputada por 
el Partido 
Cambio 
Radical  
25 de 
octubre de 
2016 
La descentralización 
es un principio 
constitucional el cual 
le permite al 
departamento 
funcionar y ejecutar 
las políticas en los 
municipios. 
El departamento al 
igual que los 
municipios gozan de 
autonomía territorial, 
definida en la 
constitución política 
en la práctica algunas 
veces suele verse 
afectada por las 
limitaciones 
económicas que 
sobre pasan las 
demandas sociales.  
 
La formulación de las 
políticas públicas 
deben reflejar la 
articulación dentro de 
un compendio que 
enmarque los 
lineamientos, 
objetivos y metas que 
se deben hacer para 
solucionar los 
problemas sociales 
identificados dentro 
del departamento 
7 Rafael Tamayo Diputado por 
el partido 
Conservador  
10 de 
noviembre 
de 2016 
En algunos casos la 
descentralización ha 
sido sinónimo de 
ineficiencia del 
Estado, pues el hecho 
que se le haya 
delegado la ejecución 
de algunos servicios 
propiamente del nivel 
nacional a los entres 
territoriales no 
garantiza que se han 
realizados de mejor 
manera, está el 
ejemplo del Plan de 
Alimentación Escolar 
–PAE-, no es caso de 
Cundinamarca, pero 
en la mayoría de 
departamentos ha 
funcionado de una 
manera nefasta.  
La autonomía 
territorial nos 
permite crear normas 
efectivas en nuestro 
departamento, como 
lo son las políticas 
públicas, de esta 
manera los agentes 
del estado como 
diputados podemos 
hacer control político 
a las decisiones mal 
tomadas.  
Las políticas públicas 
en el departamento 
buscan atender a 
segmentos 
poblacionales, por tal 
razón desde el 2011 
los planes de 
desarrollo que la 
Asamblea aprueba 
contemplan en sus 
objetivos y/o metas la 
creación de algunas 
políticas públicas que 
previamente se han 
estudiado con el 
gobierno central para 
que estén en la agenda 
pública y sea prioridad 
de los diputados 
controlar su ejecución 
a través del control 
político. 
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8 Hermes 
Villamil 
Morales  
Diputado por 
el partido 
Liberal  
05 de 
diciembre 
de 2016 
La descentralización 
en Colombia está en 
vía de extinción, cada 
vez más el gobierno 
nacional desarrolla 
una estrategia para 
limitar la autonomía 
territorial como se 
evidencio hace poco 
con la centralización 
de las regalías. 
Actualmente, el 
principio de 
autonomía territorial 
es debatible, porque 
a pesar que exista 
autonomía normativa 
en el departamento, 
siempre hay 
disposiciones del 
gobierno nacional 
que se deben 
efectuar, es decir, un 
traslado de la política 
nacional a lo 
regional, como se 
evidencia con la 
política de 
posconflicto  
La formulación de las 
políticas públicas está 
en manos de 
funcionarios 
burócratas, los cuales 
olvidan el 
compromiso social 
que tiene con el 
departamento, en esta 
lógica la Asamblea 
recibe los proyectos de 
políticas públicas 
presentados por el 
gobierno 
departamental, y a los 
diputados les 
corresponde estudiar, 
modificar, aprobar y 
hacer control político 
de estas. 
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